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LEY. 


DON FRANCISCO SERRANO Y DOMINGUEZ, 

UEGENTE DEL REINO poi' la volimlaíl (Ic las Corles 
soberanas ; á lodos los (jiie las presentes vieren y 
entendieren , salud: Las Cortes Constituyentes de 
la Nación española, en uso de su soberanía, de- 
cretan y sancionan lo siguiente: 

Artículo primero. El Gobierno publicará como ley 
provisional el proyecto de la de matrimonio civil, 
presentado á las Corles, sin perjuicio de las alteraciones 
que las mismas tuvieren por conveniente hacer en él 
en su discusión definitiva, y sin perjuicio, además, de 
lo que se dispone por el derecho toral vigente respecto 
á los efectos civiles del matrimonio en cuanto á las 
personas y bienes de los cónyuges y de sus descen- 
dientes. 

Art. 2." Publicará igualmente como leyes provi- 
sionales los proyectos presentados asimismo alas Cortes: 
sobre reforma de la casación en lo civil j sobre el es- 


lableciniienlo <iel recurso de casación en lo criminal 
y reformas consiguientes en el procedimiento criminal, 
y sobre el ejercicio de la gracia de indulto , sin peí - 
juicio también de las alteraciones que puedan introdu- 
cirse en ellas al ser discutidos definitivamente. 

Aut. 3." Queda abolida la pena de argolla, esta- 
blecida como accesoria en el artículo 24 del Código 
penal, y por lo tanto derogado el 51 , el número 1.” 
del 52 , el 113 del mismo Código y todos los demás 
á que sea aplicable el presente artículo. 

Art. 4.“ Hasta que se publique el Código civil 
se ol)servarán como complementarias del art. 41 del 
penal las reglas siguientes sobre los efectos civiles de 
la pena de interdicción: 

Primera. Si el penado con la interdicción civil 
fuese soltero y. estuviere emancipado, se le proveerá, 
según su edad, de curador ejemplar ú ordinario, áfin 
de que administre sus bienes y aplique los productos 
en la parte necesaria á cubrir sus obligaciones. 

Segunda. Lo mismo se observará si el penado 
fuere casado y se hallare separado de su cónyuge por 
sentencia de divorcio. 

Tercera.' El nombramiento de curador, en los 

casos á que se refieren las dos reglas anteriores, se 

hará con sujeción á lo prescrito en la Ley de Enjuicia- 
miento civil. 

Guaría. Si el penado estuviere casado y no se- 
parado por sentencia de divorcio de su mujer , se ea- 


cargará ésta de la administración de los bienes do la 
sociedad conyugal. 

Si la mujer del penado fuere de menor edad , se 
la proveerá de curador ; habiendo de ser preferidos 
para este cargo sucesivamente el padre , madre, 
abuelos, hermanos y parientes más próximos de la 
menor. 

Quinta. Los bienes del penado que correspondan 
á la clase de los comprendidos en el avL 1.401 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil no podrán ser enajena- 
dos , hipotecados , empeñados ni gravados sino en la 
forma y con las solemnidades establecidas en los ar- 
tículos 1.402 y siguientes de la misma ley. 

Sexta. Lo dispuesto en la regla anterior se ob- 
servará también respecto á los bienes de la misma 
clase de la mujer del penado que fpere menor de 
edad. 

Sétima. La esposa que fuere mayor de edad podrá 
disponer libremente de los bienes de cualquiera clase 
que le pertenezcan. 

Octava. Los hijos del penado, menores de edad, 
estarán sometidos al poder de su madre ; y si no la 
tuvieren, á la autoridad del tutor ó curador, que 
será el mismo que fuere nombrado para el padre. 

Novena. El penado que estuviere desempeñando 
el cargo de tutor ó curador cesará en sus funciones 
y se proveerá de nuevo guardador al menor o incapa- 
citado. 


Dcciniíi. Cesará lambien el penado en la admi- 
nistración de bienes ajenos que tuviere á su cargo por 
cualquier otro concepto. 

AtiT. 5/ Para la reversión al Estado de los ofi- 
cios de la fe pública enajenados por la Corona, y para 
la provisión de las Notarías en lo sucesivo , se ob- 
servarán las reglas siguientes: 

Primera. Quedan reincorporados á la Nación lodos 

los oficios de la fé pública, judicial ó extrajudiciai, 
enajenados de la Corona, cualquiera que íúere su 
denominación y clase, conforme á las disposiciones 
3.* y 4.* de las transitorias de la ley de 28 de 
Mayo de 1862. 

Segunda. Los títulos de oficios cuya clasifica- 
ción. se hubiere efectuado ya, en vii’tud de los decre- 
tos de 26 de Enero y 26 de Junio de 1869, y de- 
clarados con derecho á indemnización ñor el Minis- 
íerio de Giacia y Justicia , serán remitidos por éste 
inmediatamente al de Hacienda para los efectos opor- 
tunos de liquidación y pago. 

Tercera. Los dueños de oficios no clasificados que 
no soliciten la indemnización dentro de un año, á con- 
tar desde la publicación de esta ley , perderán el de- 
recho á ella. 

Giiaj'ta. El Ministro de Hacienda dictará las opor- 
tunas disposiciones acerca de la manera de realizar di- 
cha indemnización y de delermiuai- la preferencia , en 
su caso, entre los dueños de los oficios. 


Quinta. El Gobierno indemnizará á los propieta- 
rios de los oficios enajenados á quienes fuere recono- 
cido el oportuno derecho, en títulos de la Deuda pú- 
blica á precio de cotización ó en metálico. 

Sexta. La provisión de las Notarías se hará en 
virtud de oposición , conforme á la ley de 28 de Mayo 
de 1862 y decreto de de Enero de 1869. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes , se co- 
niunica al Regente del Reino para su promulgación 
como ley. 

Palacio de las Cortes 24 de Mayo de 1810.= 
Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente. =Manuel de Llano 
y Pérsi, Diputado Secretario. = Julián Sánchez Ruano, 
Diputado Secretario. ^Francisco Javier Carratalá, Di- 
putado Secretario. — Mariano ttius, Diputado Secre- 
tario. 

Por tanto : 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y digni- 
dad, que lo guarden y hagan guardar, cumplir y eje- 
cutar en todas sus parles. 

Madrid 18 de Junio de 1870.= FRANCISCO 
SERRANO. =E1 Ministro de Gracia y Justicia, Eugenio 
Montero Ríos. 


i LAS CORTES CONSTITUYENTES. 


El establecimiento del recurso de casación en lo criminal 
exige imperiosamente algunas reformas en los procedimien- 
tos judiciales de las instancias que le preceden , mientras 
llega el dia, próximo por fortuna, en que una Ley de Enjui- 
ciamiento, tomando por punto de partida todo lo que hay de 
aceptable en la legislación existente, lo ponga de acuerdo 
con lo que requieren la Constitución del Estado, los adelan- 
tos del siglo , el progreso de la ciencia y la experiencia de 


los pragmáticos. 

Miéntras llegue este dia, que el Gobierno se afana por ace- 
lerar, considera de su deber proponer á las Cortes la adop- 
ción de algunas disposiciones, cuya sola indicación las justi- 


lica, y que haráu más fácil y más pro\'ecboso el recurso de 
casación, con el que tienen gran enlace, y puede decirse que 


vienen á formar un solo todo. 

Importantes trabajos , debidos á la Comisión de codifica- 


cion, facilitan osta tarca. Aceptándolos el Gobicmo, en lo quo 
tienen de más incHspensable y urgente, se limita u presen- 
tai‘ Jioy á la deliberación de las Córtcs algunas mec í tis im- 
portantes, que tendrán después cabida en la ley eunitiva 
que se forme, si en la práctica corresponden á los buenos re- 
sultados que Jos principios y la experiencia de lo pasado ha- 
cen esperar. 

La primera reforma que se introduce, estaba indicada ya 
desde que se suprimió la confesión con cargos, tormento mo- 
ral á que so sujetaba ú los procesados, incompatible con las 
ideas dominantes en nuestro siglo. La confesión , x’^erdadera 
transición del sumario al plenario, fijaba las cuestiones do 
hecho sobre las cuales debía gii’ar la causa ; ios cargos y los 
descargos llenaban completamente este objeto. Suprimida la 
confesión, la acusación y la defensa, que son la cabeza del 
jDicnario , han servido para encauzar las pruebas ó impedir 
que la causa salga de sus límites natiu'ales. 

Pero razones poderosas exigen imperiosamente que la 
acusación y la defensa no precedan á la prueba. Hasta que 
ésta se verifica, no existen, ó están por lo menos incomple- 
tos, los elementos necesarios para formar juicio exacto de los 
liechos; obligar al ministerio público á que sin este auxilio 
formule la acusación, es exigir demasiado, es comprometerlo 
á pedii* penas tal voz graves, y hasta la capital, sin el lleno 
de datos que pueden allegarse después para esclarecer la ver- 
dad é ilustrar su conciencia; es compelerle á pedir prematura- 
mente lo que, cuando llega la causa al trámite de sentencia, 
pueda ser un absurdo incoherente con lo que e}itánce.s resul- 
te de los autos. Y respecto al procesado , eqiiix’ale á privarle 
de los más poderosos medios de defensa: á obligarle á excul- 
parse áütes de que sean en público examinados los testigos 
del sumario , de que puedan ser contra-preguntados , do 
que aparezcan los testigos de descargo , y para decirlo de 
una vez, de que pueda ser demostrada á la luz del dia su 
inocencia, y desx’anecidos los cargos que en el indispensable 
secreto y en las nieblas del sumario puedan hacerle aporecer 
como delincuente. El lugar de la acusación y de la defensa, 
se podía explicar satisfactoriamente cuando cu las causas 


in 

criminales se alegaba de bien probado: desde que el regla- 
mento provisional para la administración de justicia suprimió 
este trámite, debió haberse hecho la alteración que ahora se 

propone. 

Ilajt) este supuesto , no puede desconocerse la necesidad 
imprescindible de establecer reglas para que, terminado que 
sea el sumario, se dé al plenario una duración fija que per- 
niita a la acusación y á la defensa preparar los medios ade- 
cuados á que triunfe la justicia. 

Para esto basta que el ministerio público, y en su caso el 
acusador privado, en escritos sencillos y no razonados, seña- 
len la calificación que en sn concepto debe darse a los hechos, 

■ atendidos los méritos que aparezcan del' sumario; la partici- 
pación que tengan en ellos los diferentes procesados; los da- 
tos que resulten para exigirla responsabilidad subsidiaria en 
los casos en que la haya; si la cansa debe sobreseerse ó con- 
tinuarse , y si se renuncia la prueba y á la ratificion de los 
testigos examinados en la sumaria; proponiendo al propio 
tiempo, en gracia de la brevedad, la prueba que estimen con- 
ducente. Así entrará el juicio criminal en límites circunscri- 
tos y bien determinados. 

Análogas á estas disposiciones son las que se establecen 
respecto á los procesados y á los responsables chúlmente, los 
cuales, sin end}argo, no podrán oponerse al auto en que se 
mande elevar la causa al plenario, ni apelar de él, medida que 
tiene por objeto no retardar la administración de justicia, sa- 
liendo al encuentro de los medios á que para alejar el castig-o 
ó para exfitarlo, acuden algunos delincuentes. La providencia 
del Juez en estos casos, tiene toda la presimcion de que es 
ajustada á la ley, y nunca debe negarse á los que juzg'an, la 
adopción de cuantos medios sean conducentes á que aparezca 
la verdad y se cumpla la justicia. 

Para salir al encuenti'O de las malas artes que á veces se 
oponen á la marcha de los procedimientos, apelando de pro- 
videncias en que los Jueces rechazan una prueba que consi- 
deran impertinente, ó la prorogacion de nn plazo innecesario, 
so ba limitado el derecho de los procesados á protestar, en lo 
que no sufren perjuicio, porque en el Tribunal superior pne- 


li 


den liacer valer su protesta , consiguiendo la reparación del 

ooravio quo so les haya inferido. ^ , , 

Leral es el clamor que se levaiitó oonte la regda 45 de 

la ley provisional para la ejecución riel Cod.go ^al ; no es 
de creer que aún tenga partidarios; las frases racmal 

V ewtel -nv«ral, impropiamente aplicadas, lian contribuido 
¿randcmcnte ú las dificultades que en la practica lian apare- 
cido No nodia hacerse ninguna alteración en el pi occfliniien- 
tó sin ocC^e en la M de la e-vpresada regla, porque 
es' lo que necesita más pronto remedio. Insostenible es el sis- 
tema do la tasación de la prueba , proscrito por la ciencia y 

por el buen sentido. , . • . i » n . 

Pero mientras no se establezca el juicio oral y publico, no ■ 

puede el legislador prudente sustituirlo con otro , en que se 
dejara abandonado al libre criterio de los juzgadoies la apre- 
ciación de las pruebas. 

Constituido el Gobierno en este conflicto, ha adoptado uii 
término medio, que si bien no perfecto, es el único posible 
mientras no llegue el dia en que quede hecha la reforma ra- 
dical y definiti^'a de los procedimientos criminales, el cual 
producirá sin duda favorables resultados, y es muy preferible 
al hoy existente. 

La introducción de la casación hace necesarias algunas 
alteraciones en el modo de redactar las sentencias, para 
que puedan mejor prepararse y decidir.se los recui-sos, mar- 
cando la parte del fallo sobre que se interponen , y evitan- 
do que se desnaturalicen, con^d^tiéndose en una instancia 


ordinaria. 

Reconocida es generalmente la conveniencia de la supre- 
sión de ía tercera instancia. Ya es tiempo de que no se repita 
el espectáculo de que la minoría de Magistrados de igual gra- 
do prevalezca sobre la mayoría, áun cuando se trate de penas 
gravísimas. 

También se ha creído que debían introducirse algunas re- 
formas relativas al procedimiento en rebeldía. Ni las actua- 
ciones del plenario, ni las sentencias dictadas en ausencia de 
los reos, producen nada que sea firme, puesto que cuando el 
acusado comparece, se abre de nuevo la causa desde la coii- 


la 

clusion dcl sumario , y hay que repetir las mismas diligen- 
cias. No se concihe, por lo tanto, la ntilidad de procedimien- 
tos que necesariamente han de rehacerse. Si á esto se agrega 
la Importantísima consideración de que en la práctica actual 
las causas contra reos ausentes se hacen públicas, sin limita- 
ción ni reserva alguna, y que esta publicidad da ocasión á 
que los procesados se preparen para contrariar el resultado 
conocido de antemano , empleando medios que tan fácilmente 
á veces encuentran los delincuentes para obtener la impunidad 
de sus delitos , se comprenderá la utilidad de que , concluido 
que sea el sumario, se archiven las causas hasta que sean 
li abidos ó se presenten los reos. 

El Gobierno confia que estas medidas serán bien acogidas, 
como precursoras de las grandes y radicales reformas que pro- 
vecta realizar en el procedimiento en materia criminal , que 
os sin duda la parte de nuestra legislación que necesita más 
urgentes alteraciones. 

Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscri- 
be, competentemente autorizado y de acuerdo con el Consejo 
de Ministros , tiene el honor de proponer á la aprobación de 
las Córtes el proyecto de ley sobre reformas en el procedi- 
miento para plantear el recurso de casación en los juicios 
criminales. 


GL MINISTRO DE GRACIA T JUSTICIA, 














* 

EN LOS JUICIOS CRIMINALES. 


Articulo 1 Por aliora, y hasta que se publique la nueva 
Ley de Enjuiciamiento criminal, continuarán sustanciándose 
las causas con arreglo ú la legislación \úgente , con las va- 
riaciones y adiciones que se^establecen en esta ley. 

Art. 2." Lueg‘0 que se hayan practicado todas las diligen- 
cias del sumario , acordadas por el Juez , se mandará entre- 
gar la causa al ministerio fiscal y al acusador privado si le 
liubierej'pára que dentro del término que seles señalará, se- 
gún el voliimen y complicación del proceso , manifiesten por 
escrito, pero sin razonar ni fundar su juicio; 

1 La calificación que merezca el delito • según los lie- 
chos que resulten del sumario. 
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2. '’ La pai‘fcicipacion que eu el haya tenido el procesado 
d cada uno de ellos, si íueren mas de uno. 

3 . “ Si resultan méritos para exigir la responsabilidad ci- 
\dl subsidiaria contra una ó más personas , ó el re.sarcimieuto 
por el que á título lucrativo haya participado de los efectos 

del delito. 

4. " Si procede elevar lá causa á plenario ó sobreseerla, y 
eií qué términos. 

5. " Si renuncian la prueba y la ratificación de los tes- 
tigo.s del sumario, o por el contraído , conviene á su derecho 
ef recibimiento á prueba y la ratificación de todos ó algunos 
de los testigos. 

Eli este último caso propondrán, por medio de otiusies, la 
prueba que les interese, prestando listas de los testigos que 
hayan de ser examinados , expresando su nombre , apellido, 
sobrenombre, si le tuvieren, y domicilio; ó si ignorasen estas 
circunstancias, los datos que sean conducentes para averi- 
guar su paradero. 

Art. 3." 'Si el Juez creyere procedente elevar la causa á 
plenario, dictará auto mandándolo así, y comimicándolo á 
los procesados y personas que cualquiera de los acusadores 
liubiere designado como responsables subsidiariamente, por 
nn término igual al que se hubiere concedido á cada uno de 
aquellos. 

Este término podrá ser ampliado por otro igual á la mi- 
tad del concedido , si se pidiere antes de concluir éste y se 
alegare justa causa, que calificará el Juez. 

Trascurrido dicho término , ninguna otra próroga podrá 
concederse. 

Art. 4.“ El auto en que se mande elevar la causa á ple- 
nario no es apelable. 

Art. 5." Al devolver la causa, los procesados y los res- 
ponsables civilménte presentarán un escrito , firmado por su 
A].)ogado y Procurador , en que manifiesten : 

1. ° Que se han enterado de la calificación hecha por el 
ministerio fiscal y acusador privado, si le hubiére. 

2. “ Si se conforman con las declaraciones de los testigos 
del sumario á efecto de omitir su ratificación, y renuncian la 

m 
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prueba; ó si , por el contrario , piden la ratificación do todos 
é algunos de dichos testigos y el reGíbimiento de la causa á 

prueba . 

En este caso propondrán, por medio de otrosíe.s, la prueba 
que intenten practicar de la manera prevenida eu el art 2 “ 

Art. 6." Cuando alguna de las partes lo solicite, el Juez 
recibirá la causa á prueba , y mandará practicar las que so 
hubieren propuesto , si las creyere útiles , ó desestimará las 
que á su juicio no lo sean. 

Art- 7. De la providencia en que se desestime toda 6 
parte de la prueba propuesta, ó se niegue la ampliación dfd 
término probatorio concedido, podrá pedirse reposición dentro 
del término de segundo dia. 

Si el Juez declarare no haber lugar á ella, se admitirá la 
protesta que hiciere el interesado para ios efectos convenien- 
tes en la segunda instancia. 

Art. 8.“ Durante el término probatorio podrá cualquiera 
de las partes pedir nueva prueba ó ampliación de 1» que hu- 
biere propuesto! siempre que los hechos que intente justificar 
hayan ocurrido ó llegado á su noticia después de haber pro- 
SGutado el escrito proponiendo su prueba. 

Art. 0.'* Tanto en el caso de que se íiaya renunciado la 
prueba, como en el de haber trascurrido el término probatorio, 
cl Juez dictará prort ciencia mandando entregar el proceso al 
acusador privado, si le hubiere, y al mimsterio fiscal para 
que formalicen la acusación dentro del término que. señalará 
según el volúmen y complicación de la causa; pero que no 
excederá de ocho dias , que podrán prorogarse por cinco mas. 

pidiéndolo antes de espirar el concedido y mediando causa 
justa. 

Tra.scurrido este segundo término, no se concederá ningún 
otro, cualquiera que sea la causa que se aleg-uc. 

Art. 10. De las acusaciones se conferirá traslado á los prO’ 
cesados y personas respinisables civilmente , para que presen- 
ten sus defensas dentro del término señalado en el articulo • 
anterior. 

Art. 11. Devuelto el proceso por la última de las personas 
expresadas en el artículo anterior, ei Juez dictará auto decía- 
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rancio conclusa la causa, y mandando traerla á la vista con 
citación de las partes , señalando para ella el dia más próximo 

que sea posible. 

Art. 12. Los Tribunales y Jueces aplicarán las penas se- 
ñaladas en el Código, cuando resulte probada la delincuencia 
por cualquiera de los medios siguientes, apreciados por las 
reerlas del criterio racional: 

1. ° Inspección ocular. 

2. “ Confesión de los acusados. 

3. “ Testigos fidedignos. 

4. “ Juicio pericial. 

5. " Documentos fehacientes, 

6. “ Indicios graves y concluyentes. 

Para que pueda fundarse la condenación .solamente en in- 
dicio.?, es necesario: 

1. ° Que haya más de uno. 

2. ® Que resulte probado el liecho de que .se deriva el in- 
dicio. 

3. " Que el convencimiento que produzca la combinación 
de los indicios sea tal , que no deje lugar á duda racional de 
la criminalidad del acusado, según el órden natural y ordi- 
nario de las cosas. 

Art. 13. Las sentencias se < redactarán consignando en 
párrafos separados y numerados, que deberán empezar con la 
palabra resultando^ los hechos que consten del proceso y sus 
circunstancias, y declarando los que resulten probados. 

En párrafos también numerados, que principiarán con la 
palabra co7isideramlo, se consignarán los fundamentos de la 
apreciación legal de los hechos que se consideren probados. 
En seguida se citarán las disposiciones légales que sean 

aplicable.?. 

Si la seutencia fuere condenatoria, se declarará: 

1. " Cuál es el delito que constituyen los hechos que se 
hayan declarado probados y la calificación legal de sus cir- 
’cunstancias, 

2. ° La calificación legal de la participación que en ellos 

haya tenido cada uno de los procesados. 

3. “ La pena en que haya incurrido cada uno de ellos. 
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4.“ La responsabilidad civil en que hayan incurrido los 
sujetos á ella que hayan sido oidos en la causa. 

Cuando la sentencia sea absolutoria, compreiíderá , ade- 
más de los resultandos y considerandos y la cita de las leyes, 
la declaración terminante de fundarse la absolución en falta 
de pruelia de los hechos, ó en que. éstos no constituyan deli- 
to, ó en que no esté justificada la participación en ellos de 
los procesados , ó en estar los mismos exentos de responsa- 
bilidad. 

En todos los casos mandará elevar la cansa en consulta á 
la Audiencia, y citar y emplazar á Las partes para que acudan 
á usar de su derecho dentro del término que se les señale. 

Art. 14. Recibida la causa en la Audiencia , se mandará 
pasar al Relator para formar el apuntamiento. 

Devuelta por el Relator, se mandará entregar la cansa al 
acusador privado , cuando lo hubiere, y al ministerio fiscal, 
aunque haya apelado alguna de las partes, para que repro- • 
d uzean ó modifiquen sii acusación. 

De estos escritos se conferirá traslado á los demas intere- 


sados para que formalicen su defensa. 

La Sala señalará el término en que hayan de evacuarse 
las alegaciones expresadas, atendida la complicación y volu- 
men del proce.so; pero sin que en ningún caso pueda aquel 
exceder de quince días para cada ima de las partes. 

Presentado el último escrito, se señalará inmediatamente 


dia para la vista. 

Art, 15. Cuando vista la cansa entendiere el Tribunal Su- 


perior que debió haberse accedido á la prueba propuesta ó 
ampliado el término, y se hubiere becho ante el Juez de pri- 
mera instancia la protesta indicada en el art. V."*, dejará sin 


efecto la sentencia consultada , y mandará devolver la causa 
al Juzgado para que, reponiéndola al estado que corresponda, 
practique la prueba ó amplíe el término probatorio y dicte 


nueva .sentencia. 

Art. Ifi. La sentencia se redactará según queda dispuesto 
en el art. 13, y se pronunciará dentro de los cinco dias si- 
guientes al de la conclusión de la vista. 

Art, 17. (!!’ontra las sentencias definitiyas que pronuncien 


i)fi) 


T .h, m la pegimda instancia, ó la Sala cuarta dc 
h dciS en la única, no se da otro reonrso que el de ca- 


a l'i tercera instancia, 

aueda sapr^ pendientes á la publicación de esta 

T t^iistanciándose hasta la terminación de la 

ISanSen qúe ae hallen,' con arreglo á las leyes y disposi- 

de casación contraía 

ciecatoria ejae recaiga, paia lo cua los mbunales superiores 
redactarán las sentencias con arreglo a lo que queda dispues- 

to eii el art. 13. . ^ 

Alt 19. has causas contra reos ausentes, se sustanciarán 

hasta la conclusión del sumario. 

Terminado éste , se archivarán hasta que sean habidos ó 

se presentaren á disposición del Juzgado. 

Las causas en que haya ademas otros pi ocesados presen- 
tes, continuarán sustanciándose respecto á estos solamente. 

[‘alacio de las Cortes 24 de Mayo de 1870.=Manue.l Ruiz 
Zorrilla, Presidente. =Maunel de Llano- y Pérsi, Diputado Se- 
cr.etario.=JiilÍau Sánchez Ruano, Diputado Secretario. =Fran- 
cisco Jarior Carrutalá, Diputado Secretario. = Mariano Rius, 
Diputado Secretario. 

Madrid 18 de Jimio de 1870. = El Mnistro de Gracia y 
Justicia, Eugenio Montero Ríos. 
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k LAS CÓRTES CONSTITUYENTES, 


Entre todas las reformas que la Opinión pública reclama 
imperiosamente en lo que a la administración de justicia se 

retíere, sobresale por su gravedad é importancia la del esta- 

rini Tomivcn tIa ffifsnf'in'n en las cáusas Criminales. 


La oportunidad de su planteamiento, agitada en uuestia 
patria desde 1837, discutida por los Jurisconsultos hasta la 
saciedad y provocada repetidamente en los debates parla- 
mentarios, ba salido al fin vencedora en todos los teiienos, 
pudiéndose decir, sin temor de errar, que no hay entre nos- 
otros una sola voz autorizada qne se lev ante contia el estable* 
cimiento del recurso de casación en los juicios criminales. 

Hubo un tiempo en que sin graves incoi^venientes no hu- 
biese podido establecerse la casación en materia criminal. 
Cuando nuestra legislación penal escrita se habla hecho in- 
compatible con las exigencias • de la civilización moderna; 
cuando de hecho no se aplicaban leyes escritas con sangre y 
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ní'átítica liuinauitaria- había sustitahlo 
fuego; cuando pov ““‘indormia jui'fepradencia más análoga 
d ¿ pieceptos dcl t.^„cia3 clel siglo cu que ^nvimos, 

los tiempos y mis ^ venientes de la incertidum- 

■por más (1110 ^ consecuencias inevitables del ilimi. 

|„c y de la I establecimiento del recurso de casa- 

(iado ^ 

cíou li fiesuso por completo 

ueral había caído e publicó el Código penal, eesa^ 

Mitói desde ‘ paralizado la introducción do la 

roa los motivos que t Desaparecieron entonces las 

casación en las causas lii . _ r.,t li^ nvílTi nn finrt 


que con aplauso ge- 


pn varios Códigos, que eran un ana- 
penas atroces espai _ ^ ^ introducidas en su 

oronismoenn • ‘ P irregular facultad 

reempl^o ^ ^/^vQ^yertia en legisladores á los que de- 
ífalTL «rana ley; la ligereza de los castigos, 

Sdiio común para todos reemplazo á lajunspmdcnciavana. 
introducida por las diferentes prácticas .^e los .Tribunales su- 
Lares Debido estaba ya el obstóínlo que como ^ msupo- 
1-able se presentaba; ya no habia motivo alpno n. aun pre- 
texto, paiaque siguiera el escándalo jurídico de que la ley 
diera á los bienes más importancia que á la honra, a la li- 
bertad y á la vida de los hombres, y mayor garantía á las 
cosas que á las personas. 

Por esto el mismo Código penal anunciaba la reforma y 
píirtia del supuesto que la casación había de venir á comple- 
tar la obra que él había levantado. Y era de esperar que así 
sucediese muy luego ; en vano pretenderá el legislador hacer 
una ley igual para todos si en su aplicación es atendida de 
diferentes maneras: no basta la unidad en los Códigos; es 
menester que á su lado este la unidad de la jurisprudencia: 
un artículo, una /rase, tal vez una sola palabra interpretada 
de distinto modo, convierte á una ley única en dos leyes di- 
ferentes, entre las' cuales puede mediar la ‘distancia inmensa 

que hay desde la absolueion ú la pena más terrible escrita en 
el Cód^o. 


•I 

F.tn tiene (me sueeóci- necesariumento; atento el Icgisla-- 
1 ..mJento á cstablocci- vcglas generales . no desciendo a 
?odoÍ los casos qne la imaginación sugiere ó que la pra(:tica 
' ».,s continuas evoluciones puede presentar: si lo preten- 

mose acometería una obra imposible, porque la mperfec(iion 
humana no alcanza á prever tocios los casos ni a hacer redac- 
ciones tan perfectas eme no susciten alguna vez dur^as en la 
nráctica; el casuismo (?s uno do los vicios mayores do las le- 
ves V produce casi siempre resultado contrario al que se ape- 
teció I,a experiencia diaria demuestra que íran en un mismo 
Tribunal sus Salas no siempre conciicrdan en la inteligencia 
I lbnnas disposiciones, d-indose asi lugar á que el deber <^e 
• -estigar cada uno por si mismo el espíritu do la ley cuando 
“c uresta á dos sentidos , las inspiraciones de la propia con- 
ciencia y la integridad é independencia en el cjercicm de sus 
funciones tomen á los ojos del público, enganado por las apa 
riencias, las proporciones de grandes escándalos, con despres 
l,io*io y eu desdoro del buen nombre de los que tienen la mi- 
sión de aplicarlas. • ^ -i ^ 

F1 único remedio para evitar esto se encuentra en los re- 
cursos de casación, que, llevando lenta, pero sucesivamente, 
las cuestiones de derecho cine, por perfecta que sea la obia 
del legislador, ó- cada paso so suscitan , a primer T'ibun 
dcl Estado, centro de que parte la jiinspradencia, fija la ver- 
dadera inteligencia de la ley, y hace que sea aplicada de la 
•nisma manera en todas las circunscripciones tertitoriales. 
\si, y solo asi, el Tribunal Supremo, sin salir del circulo es ^ 
tvoíiho que le marca la naturaleza de sus funciona, podía 
.•limpiamente ejercer esa alta inspección que para bien pu- 
blico debo tener en la administración de la justicia, en m 
icria criminal; asi. y solo asi, habrá umdad de derecho. . . i, 

V .solo asi, la lev penal será en su aplicación la misma para 
; 1 los, y se cuiróplirá, en cuanto es posible, el piTCepto escri- 
t,v cu todas nuestras Constitiicionas de (ine todos los españo- 
les son iguales ante la ley, cualqiúeta qne sea la provincia en 

nuc sQ hallen. • , , r i 

Tiempo es ya, pues, que se completo la o ova hace mas ce 
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I 


2fi 


con 
Las 

t lición ju 


irg-icauientc en los Gue^-pos Coleg-isladorcs, 


manifestados j„nica llegado i término fel¡. 



las Iniellas do tottas jas inoras qne entro 
púbUoos, sigu>- ose mismo carácter, que lian sabido, pro- 
nosotíos lian tew j,acer triunfar el derecho cn- 


mnn 


del 


f H m nf. s dC nuestro deroclio político, no podrá,. 





Hmente cocaiñinado á mejorar la aclmimstracion de, justicia, 

iT terer posible la recta, genuino, y constante apUcacion,.eu 
m mismo sentido, de la ley penal bajo cuya saneen están 
Aireados los más caros y trascendentales derechos del mdi- 

''*'^E1 trábalo que'?M¡nistro qac suscribe ofrece respetuosa- 
mente á la deliberación de las Cortes, las cuales cu su sabi- 
duría s'abráu mejorarlo en cuanto lo necesitare, es en parte 
debido al celo, laboriosidad é intcHg-encia ,de la Comisión do 
codificación. Anntjiie es distinto del piojecto foimulado por 
tan ilustre Comisión, descansa sobre sus mismas bases, admi- 
te algunos de sus principios y los expresa IVecnentcmente con ' 

sus propias palabras. 

No por esto se considera dispensado ol Ministro que tiene 
.el honor de dirigir su voz a las Cortes, de hacer algimas in- 
dicaciones ¿obre determinados puritos dcl proyecto, dando eu 
ello una prueba de su deferencia ú la opinión pública. No en- 
trará, sin embargo, en el desenvolvimiento técnico de la ley, 
ni en sus pormenores, ni en lo que por sí mismo se com- 
prende y justifica, sino qne se limitará á lo que podría dar 
más lugíir á apTeciacioues encontradas. 

La experiencia adquirida en más de treinta anos respecto 
á los recursos de nuliclad v de casación en materia civil, es 
una lección provechosa que ha de tener legdtima y saludable 
influencia en el planteamiento de la casación en los juÍeio.s 
crimínalas. Con esta enseñanza, teniendh en cuenta los ade- 
lantamientos de la época y el ejemplo de otros Estados en 
í]üe esta clase de recnrso.s se halla establecida, ha podido for- • 
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marsc tni proyecto quc.rerina las condiciones apetecibles y 
que sea de realización fácil , el cual podrá , con ligeras va- 
riantes, sin dificultad , seguir rigiendo áun después de plan- 
teada la única instancia y de realizadas en el procedimiento 
criminal las grandes reformas qne las impeíios’as exigencias 
del sio-lo y el espíritu y la letra de la ley fundamental hacen 


Hubiera deseado el Gobierno prescindir de la Sala' de ad- 
misión. No lúeron favorables á esta institución los, que for- 
mularon los recursos de nulidad y de casaciqn en los negocios 
ciríles: no es sobre ella unánime la opinión de todos los Ju- 
•* visconsultos, áun en el Estado cuna de la casación, en que la 


ley la ha admitido sólo en los negocios civiles, rechazándola 
en los criminales. En concepto de sus impugnadores, las Salas 
do admisión son ruedas inútiles y embarazosas para la admi- 
nistración de justicia, la cual seria más expedita si la Sala 
nne admitiera el recurso decidiera eu una sola audiencia si 


había ó no lugar á la casación, con economía de tiempo y de 
gastos. A esto añaden que la doble prueba en las dos Salas, á 
que se sujeta el recurso cuaudo se admite, seria más necesa- 
ria cuando se desecha, y concluyen manifestando las dificul- 
tades que hay para fijar la competencia respectiva entre las 
Salas de admisión y de casación. 


Pero estas, consideraciones, cuya importancia en el terreno 
. científico no puede desconocerse, ceden ante la necesidad so- 
cial de que no se paralice la- administración de justicia en las 
caimas criminales; paralización que al ménos en los primeros 
años sería inevitable, porque todo induce ú conjetui-ar que 
la aglomeración de recursos excedería los cálculos que hoy 
pudieran hacerse. Ante este peligro cierto deben callar todas 
las opiniones teóricas, y no titubear en crear la Sala de ad- 
misión, por más que en ningún otro Estado se halle estable- 
cida. Es posible -y áun muy probable qne desarrollándoso 
nuestra jurisprudencia por los fallos del Tribunal Supremo, 
lijándose la inteligencia que debe darse á los artículos del 
' Código eu las cuestiones más frecuentes que suelen suscitar- 
se, comprendan los condenados ejecutoriamente á sufrir una 
pena, que uo mejorarán su situación con recunsos temerarios, 


. ef contrario, la cmpcoraváii por la pérdida .det 
sino (|ur, l’O' depósito en el caso de que éste se 

tiempo, de las P j^de^ás de las moHvos 

constituya. ; ‘ jjdites en que se ha encerrado el 

expresados, con que se ha procedido en las 

recurso , la c P^ ^ medidas que so adoptan 

condicione J despacho , permitan , corriendo el 

tCpo q”e s«FÍma lo qne ahora es indispensable; pero 

: Set , aprovechándose de la obra de tiempo, qne lo 
liabri allanado el camino, simpUacando la admmis racon de 
iusticí, y disminuyendo el presupuesto del Tiibunal Supremo 
in heneado do los contribuyentes. .Sirva de algo la expe- 
riencia adquirida ¿n los recursos de cusacion on materia civil; 
evútcso otra paralización, que en algunos casos podna tradu- 
cirse 0n den^^í^cion ele iusticia. así como la necesidad de acu- 
dir A remwHos lioróicos, opiiestos al principio fuuclamental 
sobre que descansa la teoría de esta clase de reenrsos, y no se 
pierda de ^ásta que es mnclio más trascendental y funesto el 
tardío despacho de las causas criminales que el de los pleitos 
civilcSi porque el castig’O retardado cede en (lesci edito de las 
instituciones judiciales del país , agrava de hecho la penali- 
dad de la ley, pierdo una de sus principales condiciones, que 
es la ejeaiplaridad , y deja de tenor la saludable inñueucia 
que el temor de la pena ejerce en el ánimo de los que están 
dispuestos para delinquir. 

Admitidas en principio las Salas de admisión y de casa- 
ción, ha sido necesario fijar su respectiva competencia, y se 
lia hecho de la manera que se ha creído más conducente á 
evitar las invasiones de una Sala en las atribuciones de 
la otra. 

A imitacion.de lo que \rieue practicándose en la casaéion 
ciñl, y que sin contradicción ha sido bien admitido por todos, 
se han establecido dos clases diferentes de recursos, relativos 
los unos al fondo, los otros á la forma: los primeros, que tie- 
nen por objeto principal la imiformidad de la jurisprudencia; 
los otros, menos frecuentes en verdad, pero no menos impor- 
tantes, que satisfaciendo el mismo fin , tienen además por ob- 


29 - 

ioto conservar incólumes los principios capitales del enjuicia- 
Viiiento, sin cuya fiel observancia podiáa’ ser atropellada la 
inocencia y violados los derechos iuái^dduales por falta de ga- 
rantía y con desprecio délas leyes. No puede nunca olvidarse 
que las* leyes de procedimientos son el antemural de la jus- 
ticia. 

Novedad importante es, por más que no tenga precedentes 
en nuestra lústoria jurídica, la de que únicamente pase al Tri- 
Ijunal Supremo el testimonio de las ejecutorias cuando se in- 
terpone el recurso por infracción de ley. Con sólo atender á 
la índole del recurso, puede apreciarse la conveniencia de esta 
'medida. La competencia del Tribunal Supremo nunca alcanza 
á la apreciación de la prueba: debe admitir los hechos, tales 
como han sido apreciados por la Audiencia; ésta los fija so- 
beranamente, sin perjuicio del recurso de responsabilidad en 
los casos en que por derecho proceda, y su éxito no puede 
influir en la validez de la ejecutoria. Otra cosa seria desna- 
turalizar el recurso de casación, e.stableciendo en su lugar una 
tercera instancia, y dar al Tribunal Supremo las mismas atri- 
* bucioiies que por la ley corresponden á las Audiencias. Mas 
cuando se ha casado la sentencia, entónces es necesaria la 
remisión de la causa original al Tribunal Supremo, porque 
éste tiene que pronunciar sobre el fondo, atendidos los fun- 
damentos por los cuales sq haya casado el fallo de la Audieu- , 
cia. Esta misma remesa do autos, ó de la parte de ellos en 
que se 'suponga cometido el quebrantamiento de forma, es 
indispensable para asegui'ar el acierto en el fallo del Tribunal 

Supremo. . _ , • y 

En el recurso de casación en materia civil, se halla esta? 

blecido que el litigante vencido en las dos instancias que in- 
terponga el recurso, consigue cierta cantidad que pierda cu el 
. caso de que el recurso no prospere. Así se ha tratado de re- 
traer á los litigantes temerarios , extra\iados por su osotina- 
cion ó por amor propio, de sostener recursos impioceflentes, 
y so lia dado alguna compensación a los que salen victorio- 
sos en las ejecutorías. No se ha creído que debía hacerse lo 
mismo con, los procesados que acuden al Tribunal Supremo 
contra las sentencias cu quo alegan la infracción dewna ley. 


I 
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, . 1 ^ A.fcnsa eu las causas criminales debe estav li, 

d dercdio de tó otstdeulo que se le ponga podría 

t ios dad;s, .ma denegación de justicia: lo qne en 
1‘Xctos chales suele ser una precaución saludable, en los 



Mas lo que se dice de los acusados no es api cable á los 

sírns; “i » I» «i» 1» * 

1 pueden v deban perseguirle , con el principal fin do que 
L particulares cooperen al descubrimiento y castigo de los 
criminales . separándose en esto de lo que en otras naciones 
se halla establecido,- que no sea este derecho, míen ti as subsis- 
ta estensivo á que no se impong’a una agravación de gastos 
al que, atento tal vez á saciar una venganza, más bien que 
impulsado por pasiones generosas, no se tranquiliza con la eje- 
cutoria de uii Tribunal superior, alargando con un recurso im- 
procedeute la incertidumbre y las amarguras por que pasa el 
que está bajo el peso de una acusación. Presunción de obsti- 
nación hay en el acusador privado que no se contenta con el 
fallo proiiimciado por la Audiencia, cuando el ministerio fís- 
ica! no lo considera atacable en casación, ó cuando r:e. trata de 
cansas en que no puede seguirse procedimiento de oficio. La 
cantidad de LOOO pesetas, cuya mitad lia de ser para el acu- 
sado, si sale vencedor', es módica, sin que pueda ser obstáculo 
para que los pobres queden privados de este -beneficio , pues 
que éstos no tienen que-^liacer el depósito, si bien responderán 
de pagar su importe en el caso de que mejoren de fortuna. 

Los trámites establecidos para la- sustanciacion de los re- 
cursos, tanto en la forma, como en el fondo, son sencillos, 
breves y adecuados á la índole de su objeto , sin tener más 
que lo necesario , pero todo lo necesario , y están garíintidos 
además con la publicidad. 

.. No puede negarse ú la representación viva de la ley, ejer- 
•cida portel mimsterio fiscal, lo que se concede á los partícula- 


» 


res ag’vaviados. Si justo es dar garantías ú los procesados, no 
lo es menos impedir la impunidad de luchos que la ley cas- 
tiú-a. Aunque sólo fuera por esta consideración, no cabria es- 
catimar al ministerio fiscal la facultad de interponer el re- 
curso de casación contra Las sentencias que ponen término á 
los inicios criminales, en los mismos casos y dentro de los 
propios plazos concedidos á los procesados. 

Hazoiies, sin embargo, de alta conveniencia, han inducido 
ni Ministro que tiene la honra de dirigirse á las Córtes, se- 
parándose en este punto de lo propuesto por la Comisión do 
codificación, á no atribuir en los juicios criminales al minis- 
terio fiscal el* derecho que se le concede en los civiles, de in- 


terponer el recurso de casación en interés de la ley, siempre 
que llegue á su conocimiento haberse infringido las leyes en 
alguna ejecutoria. El ministerio fiscal, interviniendo constan- 
temente en los procedimientos cuyo objeto es la calificación 
V el castigo de los delitos, tiene á su alcance medios ordinarios 
para contribuir u la formación, de una sabia jurisprudencia, 
sin más qne utilizar los concedidos á las partes para acudir 
en casación al Tribunal- Supremo. La casación en interés de 
la ley; la casación promovida por el ministerio fiscal con el 
solo fin de fij ar la inteligencia del derecho escrito , sin que 
las decisiones dél Tribiinal Supremo 'declarando haber lugar 
al recurso puedan afectar en nada á las resoluciones dictadas 
en las ejecutorias, uo es necesaria: en materia penal, y pu- 
diera llegar á ser hasta intolerable. La conciencia pública se 
alarmaría con razón al ver casada una sentencia, y divulgada 


por la prensa oficial su injusticia, si inmediatamente no viera 
abrirse las puertas del presidio y salir en libertad á la persona 
por ella condenada. Una ejecutoria casada, y un hombre su- 
friendo un castigo por esa propia ejecutoria, revela una iu- 
jiLsticia ante la cual los poderes públicos no pueden cennr los 
ojos; revela una injusticia contra la cual no debe prevalecer 
ninguna teoría científica, por autorizadas qne Sean las perso- 
nas que la sustenten, ui ningún artificio jurídico, por elevado 
que sea el fin que con él so aspire á conseguir. Estas consi- 
deraciones, imidas al deseo de que los fallos de los Tribunales 
en materia penal, siempre dolorosos, algunas veces terribles, 


r ín ní'cesario pava que no se levanten con- 
censen-® el ¿..jaQ llegar á hacer diiclar á algunos 

tra ellos 1 [ cumplen sus condenas bajo la 

de la crimmaUdad de los q Tribunales, han 

potestad ^ ¿ -jageribe á eliminar del presente pro- 

decidido al Ministro que 

yeoto el t00“*® . i es otra diferencia que el prayecto 

DO “onor im^itoncu^^.^^^^ crirninal-y civil. Cuando el 
estobteon c 1 P ^¡^¡jas i„tc,.pone ol recurso 

que litig P qAnia mandará asistirle como tal, proveyéndolo 
: S ; P~u-X que lo defieudan. Ocurre d veces que 
í Wral teignado considera inso.stenible el 1-eenrso , se le 
Iveo entonces de otro; si éste es de la misma opimou, so 
Lmbra i un tercero, y si este es del mismo dictamen que su 
coleira se verifica la vista sin asistencia de Letrado, si bien el 
Tribunál pesa en ,su imparcialidad la procedencia ó improcc- 
dencia dcl recurso interpuesto. La experiencia enseña que esta 
in-espopsabilidad civil alienta á que se interpongan recursos 
temerarios; sin embargo , consideraciones de orden iná.s ele- 
vado lian protegido siempre á los desvalidos en nuestra pa- 
tria, prefiriendo el legislador dejar sin correctivo abusos la- 
mentaliles, a que en un ..solo caso el pobic deje de estai pi ote- 
o-ido, y que teniendo justicia, encuentre cerradas las puertas 
de los Tribunales. Para evitar este abuso, á que tan propensos 
serán los condenados por ejecutoria á penas graves, con el 
objeto de dilatar la ejecución de la sentencia, se establece que ■ 
apurado el tercer turno de Letrados en los términos expuestos, 
pasen al Fiscal los antecedentes, ú fin de que interponga el 
recurso, si lo creyere procedente, en cuyo caso se siLstiiuciará 
en la forma ordinaria, y en otro , so tendrá por desestimado. 

Entre los principios que el proyecto establece, el que mejor 
acogida, quizá, ha de encontrar en las Cortes es, sin embargo, 
el más difícil de sostener en un terreno puramente jurídico. 
Con estas palabras alude el iiíinistro que suscribe ú la fic- 
ción legal en '^•irtud de la cual se declara admitido de dere- 
cho el recurso de casación en Ijoucíígío del roo, contra la sen- 
tencia en que se le condena en última instancia á la pena de 
muerte. Ante los grandes respetos que merece la vida Imma- 


na* ante el peligro de que por mala inteligencia de la ley se 
pueda imponer y ejecutar una pena terrible é irreparable; 
ante la posibilidad de que un reo, por despecho, por horror ú. 
la vida, por alcanzar una celebridad funesta, por desespera- 
ción , por un verdadero vértigo, no quiera interponer el re- 
curso de casación, ó que por indisculpable omisión de sus re- 
presentantes deje de utilizar los términos señalados para acu- 
dir al Tribunal Supremo, se ha prescindido del rigorismo de 
los principios, y consultando sólo motivos humanitarios, soba 
abierto por ministerio de la ley un procedimiento excepcio- 
nal, en el que se hau excogitado todo género de precauciones, 


para que en el caso triste de que la sociedad tenga que ejer- 
citar el derecho de castigar , llevando basta su último lími- 
te, que es la pena de muerte, no quede el menor recelo di> 
que se ha llevado también hasta su último límite el uso de 
los medios con que cuenta para averiguar la verdad y reali- 
zar la justicia. 

Ante el Tribunal Supremo tendrán dereobo á presentarse 
los defensores nombrados por ol reo; si no lo hicieran, se h‘ 


nombraran de oficio ; y aquellos ó éstos y también el Fiscal 
pueden sostener el recurso en el fondo ó cu la íorma si lo 
conceptúan procedente. Una voz que se alce en su favor es bas- 
tante para que aquel recorra todos sus trámites. La senten- 
cia misma del .Tribunal Supremo declarando no haber lugar 
al recurso , no quita aún toda esperanza al reo ; todavía la 
justicia humana no pone su mano sobre la cabeza del culpa- 
ble. El mismo Tribunal que ha pronunciado su última pala- 
bra en el terreno de la ley , tiene deberes qiie cumplir en el 
terreno de la equidad. De nuevo examina minuciosamente el 
proceso, aquilata sus méritos é investig’u si en él se ha come- 
tido algún error de hecho ó de derecho , ó descubre alguna 
circunstancia que haga compatible con la realización de la 
justicia el ejercicio del derecho de gracia. 

TA- A n. fr^rlnc! Inc m'fUlílpQ rlpl i nrilPTl ' 


tes se iguala. No sucederá lo que ha acouteciclo con frecuen- 
cia, que la distancia de la población en que ha de ejecutarse 
la pena de muerte de la en que reside el Lrobieruo; la falta de 
medios exneditos de comunicaciones; la interrupción acciden- 
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tal do una l‘n«‘ ““®° , ^^jiía que se adopta una limitación 

cia de indulto. "® ’ ! i„„ai; al conWavio, es venii- al anxU 
d la prerogatira CO pj^parar una resolución pvu. 

lio del que no tiene • jjagiatratura do la ter- 

dente. y circmi.sp - . prescripciones de la ley, 

rible tentación ‘'® - ' „„ caben dentro de la jurisdic- 

cnaiido p®^ parezca dura su aplicación endetermi- 

nados c»s. ®“®“f® X la, sagrados, aunque terribles do- 
Ce?c!yo“umpliuiiento bu de ser el objeto constante de sus 
f L HO vase del peliaro de que la opmion publica ensalce 
• IM Jueces que d la sombre de ideas filantrópicas ^ sobre- 
in A los leves. Esta es una pendiente qne conduciría A 
Kervancia del Código, y entónces el poder judicial, ga- 
ai Hdo con la inamovilidad de los que lo componen, podría 
degenerer en arbitrario, subvertir las leyes y constituiré de 

hcplio en legislador. ^ 

Para llenar un gran vacio que se observa en nuestros pro- 
cedimientos criminales, se introduce el recurso extraordinario 
de revi.sion, admitido ya en algunos países y exigido por la 
iusticia. Su planteamiento, sale al encuentro de los graves 
escándalos á que pueden dar lugar los errores de los liibu- 
nalos, que no son infalibles, áim siendo ¡lustrados y justicie- 
ros. Si llega á establecerse, no se dará el. repugnante espec- 
táculo de ver a dos personas penadas por un mi.smo delito 
que solo pudo cometer una de ellas. Gracias ú el , obtendrá 
la reparación cumplida que tiene inconcuso derecho á exigir 
de la sociedad el que ha .sido condenado por un testimonio 
cleclaríido ejcciitori amente falso : ni podrán pesar la acusación 
y la pena de homicidio sobre nadie . -cuando resulte que aun 
vivo la víctima supuesta del delito. Raras veces se presentan 
estos casos; pero los anales jurídicos de todos los pueblos de- 
muestran su realización, y e.sto basta para qne se acuda al 
remedio. No cederá esto en desdoro del poder judicial, que 
nunca .se enaltece mis que cuando repara sus errores. La san- 
tidad de la cosa juzgada es una necesidad social, i cuya som- 
bra lia nacido el principio universal de derecho de que las eje- 
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cutorias firmes son una verdad en el orden legal. Pero cuando 
liay una verdad legal que está en contradicción con otra ver- 
dad legal, necesario es declarar cuál do ellas ha de prevale- 
cer En este caso la j usticia en su más- alta expresión , q\ic 
está sobre todas las teorías , por 'autorizadas que sean , y so- 
bre todas las ficciones del derecho escrito, exige imperiosa- 
mente que el que , siendo inocente , ha sido juzgado y sen- 
tenciado como criminal , tenga una reparación tan solemne y 
justa, que desde luego hag-a cesar su penalidad, y ya qiio nn 
pueda borrar los padecimientos sufridos, demuestre á la faz 
tlel mundo que el fallo fué inmerecido. 

La manera de interponer este recurso , las personas que 
tienen derecho á promoverlo y los efectos que en cada caso ha 
de producir, están soualadoscon sencillez y claridad. Cuestión 
tan grave como la de anular ejecutorias no podría sin peli- 
tj-ro y sin destruir el principio gerárquico de las jurisdiccio- 
nes, dejar de confiarse al Tribimal Supremo, auxiliado de las 
Audiencia,s, ú cuyo efecto se‘scilala su respectiva competencia. 

El Ministro que suscribe confía en que esta reforma, pre- 
liminar de las grandes modificaciones qne han de hacerse en 
la Ley de Enjuiciamiento en materia criminal, contribuirá po- 
derosamente á la mejor administración do justicia, al expleii- 
dor de nuestra magistratura y ála fijación del derecho. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros, tiene el honor de presentar á la aprobación de las 
Cortes el proyecto de ley sobre el establecimiento del recurso 
de casación en los juicios criminales. 


EL MTNISTEO DZ GRACIA Y JUSTICIA . 




LEY PKOVISIOMI 

% 

O 

sobre: el ESTiBLEGlMlEinO DEIL REICGRSO DE! CUACION 

i 

EN LOS JUICIOS CRIMINALES. 


CAPITULO PRIMERO. v 

i ■ . - ■ 

DE LOS CASOS EN QUE 'PROCEDE EL RECURSO DE CASACION. v " 

i. 

Artículo 1." Contra las sentencias de las Audiencias en 
los juicios criminales habrá lugar al recurso de casación en 
los casos y en la forma que esta ley determina, 

Ai‘t. 2." Se considerarán exclusivamente como sentencias, 
para los efectos de la casación : 

Primero. Las sentencias deftnitivas que absuelvan libre- 
mente, condenen ó declaren exentos de responsabilidad á los 
procesados. 
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, mifuiri-is de sobreseimiento que so funden 

el hecho que hahice duCo lug. 

■'‘‘■íCr^tosentonems en que poi- la misma causa se de- 
ioiceio- _ pmlnuiera denuncia ó querella. 

"'Sarta "lS sentencias'qu'’ no admitan el vmu-so de queja 
por toegacion del de apelación de providencia, rechasando 

Sto Las sentencias do inhibición que se funden en es- 
timarse como falta un hecho que seg-un la ley constituyo 

T Tj ^ í 

4i-t.. 3/' El recurso de casación so podrá interponer por 
lós que sean parte en el juicio criminal, los que sin serlo ni 
haber incurrido en rebeldía resulten condonados, y los he- 


rederos de unos y otros: 

Primero, Guando so infrinja alguna ley en la parte dispo- 
sitiva de la- seuténcia. 

Segundo. Cuando se hayan quebrantado en la causa las 

formas •esenciales del- procodimiento. 

Art. 4.“ Se entenderá que hay infracción de loy para los 
efectos del recurso de casación, exclusivamente en ios casos 
siguientes : 

Primero. Ciiaudo los hecho.? consignados en la sentencia, 
admitidos como probados y en la forma que en ella so refie- 
ran. .se califiquen como delito , no siéndolo por su propia na- 
turaleza ó pOT circimstaiicias posteriores que impidan penarlo. 

'Segundo. Cuando los* liechos consignados y admitidos en 
las sentencias no se califiquen ni penen como delito, siéndolo 
con arreglo il la ley. 

Tercero. Cuando dados los hechos consignados y admiti- 
dos cu- la sentencia, .se cometa un error de derecho en la ca- 
liticaGion del delito. 


Cuarto. Cuando admitidos los hechos consignados en la 
sentencia, la calificación legal de la participación que en ellos 
,se atribuya y declare a cualquiera de los procesados ó la 
pena impuesta no fuere la que corresponda según las leyes. 

Quinto. Cuando presupuGsto.s los hechos se cometa erroi 
de derecho en la calificación da las circunstancias agravan- 
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ateununtes ó de exención de responsahilidad, ó cii la dc- 
gignacion del grado de la pena según la calificación que de 
Jas mismas circunstancias se hubiere hecho en la sentencia. 

Art. 5." Se entenderán quebrantadas las formas esencia- 
jes del procedimiento para los efectos de la casación, exclu- 
sivamente en. los casos siguientes: 

primero. Cuando ol que interpusiere el recurso haya de- 
jado de ser citado y emplazado en cualquiera de las instan- 
cias, . debiendo haberlo sido con arreglo á la ley.' 

Segundo. Guando las partes no hayan sido citadas para 
alo-una diligencia de prueba. 

Tercero. Cuando no se haya recibido la causa á prueba 
para la ratificación "de los testigos del sumario, sin haber re- 
nunciado á ella los interesados. 

Cuarto. Cuando en la sentencia se haya omitido ó alte- 


rado la expresión de algmu hecho que resulte de documento 
auténtico no impugnado en el proceso, y que tenga directa 
y necesaria infiiiencia en la calificación del delito, ó en la 
participación en él de alguno de los procesados, ó en la apli- 
cación de la pena impuesta. 

Quinto. Cuando se haya dictado la sentencia por menor 

número de Jueces que el señalado por la ley. 

Sexto. Cuando se haya pronunciado la sentencia por uno 
é más Jueces, cuya recusación, intentada en tiempo y forma 
y fundada en causa legal, liuhicse sido depstimada. 

Sétimo hor iucompeteucia de jurisdicción, cuando espe- 
• ciaimeute no haya decidido sobre ella el Tribunal Supremo. 

Art 6 ® No so admitirá el recurso de casación por las tal- 
tas expresadas en los números •2.”, 3." y 7.” del articulo an- 
terior si no hubiere sido reclamada su subsauocion en la ms- 
tíuicia en que hubieren sido cometidas, y ademas en la se 
nuda, si linhicren tenido lug-ar en la primera. 

Si la falta que mctive el recurso, se hubiere com jjdo eu 

la última instancia y cuando no lacre 
contra ella, so admitirá el reem-so aunque no haya piecedido 
la redamación prevenida en ol párrafo anterior. 

W 7 ” En los recursos por infracción de ley, 
uarLrenio. aceptando los hechos como vengan consigna- 
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, -io limitari á dedai-ar si se lia cometido 

6 noTa ¿ficción aiegada, en el supuesto tan sólo de q„e lo 

de forma se limitari 

„1 Tribunal i decidir sobre la falta alegada para mterponerlo. 

Para dictar sentencia sobre la admisión o decisión de los 
recursiB de casación, se :rcquierc por lo monos la asistencia 
de siete Magistrados. 


CAPITULO lí. 


Dü Li PiíErAKACION DEL RECURSO DE CASACION POR INFRACCION 

DE LEY. 

# 

Art. 8.® El que se proponga interponer el recurso de ca- 
.saeion por infracción de lej, pedirá ante la Audiencia, que 
haya dictado la sentencia, un testimonio de ella y de la de 
primera instancia, si sus resultandos y considerandos hubie- 
ren sido aceptados y no reproducidos textualmente en aquella. 

Art. 9." La petición expresada en el articulo anterior se 
presentará dentro de los cinco dias siguientes á la última no- 
tificación de la .sentencia. 

,Si trascuriáere este término sin presentarse dicha solicitud, 
quedará firmo la sentencia y perdido el derecho á interponer 
errccur.so. 

Art. 10. Los Tribunales concederán dentro del tercer dia 
el testimonio de la sentencia, á norfser que se pidiese fuera 
de los términos señahulos en el artículo. anterior. En este caso 
coi^ignaráu en la providencia de denegación la fecha de la 
Sentencia, la do su última notificación á las partes y la do 
presentación de la solicitud del testimonio. 

De- esta providencia denegatoria se dará copia certificada 

en el acto de la notificación al que hubiere pedido el testi- 
monio. ’ 

Cuando el que se- proponga interponer el recurso hubiere 
SI o efeudido como pobre, se hará constar esta circunstancia, 
en el-te.stimoaÍo de la sentencia. 
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Art. 11. De la providencia denegatoria del testimonio . po- 
drá el interesado recurrir en queja ,á la Sala segunda del Tri- 
bunal Supremo, dentro de los quince dias siguientes al en 
que se le hubiere entregado la copia expresada , si la causa se 
liubiere seguido en la Peninsula é islas Baleares y de treinta 
si .se hubiere sustanciado en Canarias. 

Dicha Sala , con vista de la referida copia , que deberá 
presentarse, y oyendo al Fiscal , revocará la providencia de- 
negatoria, mandando á la Audiencia expida el testimonio de 
la sentencia, cuando estimare que. ha sido pedido dentro de 
los términos expresados en el art. 9.°, ó declarará, caso con- 
trario, improcedente el recurso, condenando en costas al que 
lo haya deducido. 

Pasados los términos que en .este artículo se señalan , se 
considerará consentida la providencia denegatoria y se recha- 
zará de plano la queja. 

La interposición de este recurso , suspenderá el cumpli- 
miento de la sentencia hasta qiic so decida ó quede desierto. 

Art. 12. Contra la resolución del Tribunal Supremo sobre 
el recurso de queja no se dará ningún oti‘o. 

Art. 13, Cuando el recurrente defendido por pobre lo so- 
licitare , la Audiencia remitirá a la Sala segunda del Tribu- 
nal Supremo el testimonio necesario para la interposición del 
recurso, ó en su caso, la certificación de la providencia dene- 
gatoria del mismo. Dicha Sala mandará nombrarle Abogadó 
y Procurador que puedan interponer el recurso que corres- 
ponda, si él no los hubiere designado. 

Art. 14. La Audiencia, en el mismo dia en que entregue 
ü remita el testimonio de su sentencia,' enviará á la Sala se- 

•« 4 

gimda del Tribunal Supremo certificación de los votos reser- 
vados, si los hubiere, ó negativa en sn caso, y. notificará á 
los que hayan sido parte en la cau.sa además del recurrente 
la entrega ó remesa del testimonio, emplazándolos para qué 
puedan comparecer en la referida Sala del Tribunal Supremo 
á hacer valer su derecho, dentro de los términos que se fija- 
rán en el art. 15. 

Los procesados que no liayaii interpuesto el recurso po- 
drán adherirse á él , acudiendo directamente á la misma 
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dol T.'ibimal .Supi-e.no , si los motivos de casación alo- 
J fueren aplicables á la parto do la senteuca que se ro- 

fiera á ellos. 

HI- 

^ iniebposiciom V admisión del KEconso DE CASACIO.N 

POR IKI'BACCION DE LEY. 

* ** 

Ai’í 15 El recurso ele casación por infracción de ley se 
iuterpondrá en la Sala segunda del Tribimal Supremo den: 
tro de los veinte clias siguientes al de la entreg'a o remesa 
del testimonio de la sentencia, y certificación afirmativa ó ne- 
gativa de votos reservados, si la causa .se hubiere sentenciado 
en la Península é islas Raleares, y de treinta, si en Canarias; 
y trascurridos estos términos sin interponerlo , se tendi-á por 

firme y consentida dicha sentencia. 

En el mismo término deberán adherirse al recurso, las par- 
tes Que puedau hacerlo por ser aplicables los motivos de casa- 
ción aleg‘ado.s por el recurrente á las declaraciones de la sen- 
tencia que se refieran á ellos. 

Art. 16. Este recurso se interpondrá en escrito firmado 
por Abogado y Procurador, en el cual se expresarán clara 
y coucLsamento sus fundamentos , y se citarán el artículo 
de esta ley que lo autorice y las leyes que se supongan in- 
fringidas. 

Con este escrito se presentará el testimonio de la sentencia 
si hubiere sido entregado al recurrente. 

La adhesión al recurso se interpondrá en la forma expre- 
sada cu el párrafo primero de este articulo'. 

Art. 17. Cuando el recurr(3nte fuere el acusador privado, 
coa el escrito de interposición presentará á la Sala el docu- 
mento que acredite haber depositado . 1.000 pesetas en el es- 
tablecimiento jDÚbiico destinado al efecto, si la sentencia con- 
tra la cual se interpusiere el recurso fiiere confirmatoria de 
la de primera instancia , y conti'a ella el Ministerio fiscal no 
hubiere preparado ni deducido el mismo recurso. 

fci el acusador fuere pobre , quedará obligado á responder 


de la cantidad referida, si viniere á mejor fortuna. La Sala 
liará constar en el testimonio de la sentencia la pobreza del 

acusador recurrente. 

Art. 18. Los recursos se numerarán coTrelativamente por 
el orden de su presentación . y del UTÍmero que correspondie- 
re á cada uno, se dará certificación á los que los hubieren in- 
terpuesto . 

Art. 19. El escrito interponiendo el recurso con el testi- 
monio de la sentencia , el de adhesión en su caso y los de- 
más antcGedeutes que se hayan remitido á la Sala , inclusa 
la certificación relativa á los votos re.servados, se pondrán 
de manifiesto en su Secretaria, durante el término que que- 
dare por correr del emplazamiento y cinco dias más , pava 
que puedan ser examinados por los que hayan sido parte en 
la causa. 

Dentro de este término podrán también los mismos intere- 
sados presentar notas brevísimas, impugnando la admisión 
del recurso ó la adhesión. Si lo verificaren después, se uni- 
rán sus notas al expediente sin rpie se interrumpa ni detenga 
su curso. 

Artf 20. Si el recurrente se hubiere defendido como pobre 
en la causa, mandará la Sala nombrarle Abogado y Procura- 
dor que interpongan recurso á su nombre. 

Si el Letrado designado no lo estimare procedente, debe- 
rá así manifestarlo dentro del término de tres dias , v la Sala 
dispondrá se le nombre otro; si éste opinare lo mismo , lo ex- 
presará dentro del propio plazo y se designará un tercero; y 
si éste fuere del mismo parecer que los anteriores, lo consig- 
nará .dentro de un período igual de tiempo, y se pasarán 
los antecedentes al Fiscal á fin de que interponga el rcciii'- 
_ so, si lo creyere procedente, ó los devuelva en otro' caso con 
la nota de visto. Si el Fiscal hiciere lo primero, se sustanciará 
el recurso en la forma ordinaria; si lo segundo, se tendrá por 
desestimado. 

El Letrado que deje trascurrir el término que expresa el 
párrafo anterior sin exponer que juzga improcedente el recur- 
so, se cousiderará que acepta la obligación de interponerlo ^ 
dentro del señalado en el ai*t. 15. 



Art. 21. En procedimiento píii’a la admisión del recur^^ 
no' se dará á’las partes más audiencia que la prevenida cu los 
artículos 15 y 19, ni se les notificará más providencia que la 

do señalamiento de vista y la definitiva. 

Art, 22. La falta de comparecencia de la parte que no liaya 
interpuesto el recurso no impedirá ni detendrá su sustan- 

ciacion. . . , , i ■ ^ 

Árt. 23. Trascurridos ol término del emplazamiento y lo.s 

cinco dias más señalados en el art. 19, se pasará el expe- 
diente al Fiscal para que en el de tres dias manifieste su pa- 
recer sobre la admisión del recurso. 

Si el Fiscal la estimare procedente, devolverá el expediente 
sin dictamen, y en el caso contrario manifestará por escrito 
los fimdamcntos de su opinión. 

El Fiscal podrá alegar nuevos motivos de casación, si los 
hubiere. ~ 

Art, 24. Devuelto el expediente por el Fiscal, pasará al 
Magi.strado Ponente que estuviere en turno, por término de 
otros tres dias , trascurridos los cuales, él_ Presidente de la 
Sala señalará el dia en que haya dé verse el recurso, y man- 
dará notificarlo á las partes. 

Art. 25. Las vistas de estos recursos se celebrarán en se- 


sión pública por el órden de su numeración. Los que se in- 
terpongan contra .sentencias de muerte , y cualesquiera otras 
que declare urgente la Sala, se antepondrán á todos los demás. 

Art. 26. La vista se celebrará leyendo el Secretario la 
sentencia, los votos reservados, si los hubiere, el escrito in- 
terponiendo el recurso, el de adhesión y las notas de impug- 
nación, si' se hubiesen presentado y cualquiera otro documen- 
to que se hubiere remitido; pero sin asistencia de Letrados ni 
informes orales do ninguna clase. 

^t, 27. Concluida la audiencia del dia, lá Sala deliberará 
sobre la admisión de los recursos de que se hubiere dado cuen- 
ta oyendo al Ponente, que deberá para este efecto traer re- 
dactado el proyecto de sentencia. 


Si la Sala creyere necesario aplazar la decisión , podr 

podrá dejar trascurrir más d 
tres días sin decidir sobre la admisión. 
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Art. 28. La decisión se formulará de uno de los modos 

guicntcs: 

Primero. «Admitido, y pase á la Sala tercera.» 

Segundo. «No há lugar á la admisión, y comuniqúese . al 
Tribunal sentenciador para los efectos correspondientes.» 

Tercero. «Admitido respecto á la infracción de la ley..... 

5 del artículo del Cédigo penal; no há lugar á la admi- 

sión respecto á las demas infracciones alegadas, y pase á la 
Sala tercera.» 

La fórmula del núm. 1.® se empleará cuando proceda la 
admisión del recurso, por ser la sentencia sobre que verse do 
las que enumera el art. 2.® , y estar todas las infracciones 
alegadas comprendidas en cualquiera de las causas que ex- 
presa el art. d,® 

La fórmula del núm. 2.®, cuando la sentencia no sea d( 
las que enumera el art. 2."; ó siéndolo, ninguna de las in- • 
fracciones alegadas esté comprendida en las causas expresa- 
das en el art. 4.® 

La fórmula del núm. 3.®, cuando proceda la admisión por 
alguna de las infracciones alegadas, y no por otra. 

Art. 29. La providencia en que se deniegue la admisión 
del recurso en todo ó en parte, será fundada y se publicará. 
La en que se admita, no se fundará ni publicará. ' 

Los resultandos y considerandos de las decisiones funda- 
das, se limitarán á los puntos que gean de la competencia de 
la Sala. 

Art. 30. Para denegar la admisión del recurso serán ne- 
cesarios cinco votos conformes, de siete. No reuniéndose esto 
número de votos, se considerará aquel admitido. 

Art. 31. Si el recurso fuere admitido, se pasará el expe- 
diente á la Sala tercera para su sustanciacibn. Si no lo fuere, 
se remitirá copia certificada de la decisión á la Audiencia de 
que proceda la cansa. 

Aft. 32. Cuando la Sala denegare la admisión del recurso 
y el recurrente fuere acusador privado que hubiere constitui- 
do depósito, lo condenará á perderlo, y aplicará la mitad de 
él al acusado por vía de indemnización y la otra mitad al 
Tesoro público. 
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Si el acusado no so linbioro presentado, se aplicará el do. 

pósito en su totalidad al Tesoro. 

Si gI acusciclor no JuibiGVS constituido Gi d oposito por sgj. 

pobre, se dictará la misma resolucio'u para cuando mejore de 
fortuna. , 

La parte de los depósitos que ingrese en el Tesoro públi. 
co tendrá, en cuanto á las causas, la aplicación prevenida eii 
el ai't. 1.098 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Art. 33. Contra la providencia de la Sala segunda sobre 
admisión del recurso no se dará ningún oti’o. La Sala tercera 
considerará tal providencia como ejecutoria inalterable respec- 
to á los pmitos que asta ley declara de la competencia de la 
Sala segunda. 

CAPITULO rv^ 


PE L.\. SUSTANCÍ ACION Y DECISION DE LOS BECURSOS ADMITIDOS 

POIl INFRACCION DE LEY. 

« 

Art. 34. La Sala tercera, después de recibir de la segun- 
da los antecedentes del recurso admitido, mandará numerarlo 
del modo establecido en el art. 18: designará el Magistrado 
Ponente que estuviere en turno, y entreg'arú dichos autece- 
dente.s al que traiga el recurso por término de tres dias, pava 
su iustimccion y despues por otro igual ú las demas partes; 
y por último, al Fiscal si no fuere el recurrente. 

Art. 35. Ai dictar la providencia de que habla el articulo 
anterior, ordenando numerar el recurso y desigmar el Ministro 
. Ponente, la Sala torcera mandara también nombrar Abogado 
y Procurador para su defensa al acusado , condonado 6 ab- 

suelto poi la sentencia, cuando no fuere el recurrente ni hu- 
biere comparecido . 

Si el Abogado nombrado no aceptare la defensa. debcr.l 
manifestarlo á’la Sala en e.scrito motlTado, dentro del términn 

cG Cicero dia. Ea este caso se procederá á la desig-nacion de 

tí^lo 20^ Letrado , en la forma establecida en el ar- 
Art. 36. Devueltos los antecedentes del recurso, la Sala 
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mandará traer éste á la vista, con citación de las partes por 
el órden de su numeración. 

Si por cualquier accidente no se pudiere verificar la vista 
el dia señalado, se designará otro á la mayor brevedad, cui- 
dando de no alterar, en lo posible, el orden establecido. 

Los recursos contra sentencias en que se hubiere impuesto 
la pena capital, los que la Sala segunda hubiere declarado 
urgentes y los que declare que lo son la Sala tercera, tendrán, 
siu embargo, la preferencia establecida en el art. 25. 

Art. 37. La \dsta del recurso se verificará en la forma es- 
tablecida en el art. 26, pero con asistencia é informe oral de 
los Letrados de las partes, si estas lo creyeren conveniente, 
y la del ministerio fiscal en todo caso ; hablando primero el 
recurrente, despues los que se hayan adherido al recurso, y 
por último los que lo impugnen. Siempre que el ministerio 
fiscal contradiga el recurso, hablará el último. 

- El Presidente de la Sala, á instancia del ministerio fiscal 
ó de los Letrados, podrá , cuando lo crea necesario para recti- 
ficar cualquier error, ordenar la lectura de alguna parte délos 
antecedente.s; mas no permitirá ninguna otra forma de recti- 
ficación. 

Tampoco permitirá el Presidente discusión alguna sobre la 
existencia y forma de los hechos consignados en la sentencia, 
y llamará al órden al que intente discutirlos. 

Será obligatoria la asistencia de los Letrados cuando ha- 
yan sido nombrados de oficio y no se liayan excusado en el 
término y forma que prescribe el art. 35. 

Art. 38. Concluida la audiencia pública, la Sala fallará en 
la forma prevenida en el art. 27; pero pudiendo prorogar hasta 
cinco dias , cuando fuere indispénsalile , el término para re- 
dactar y publicar la sentencia. 

Art. 39. La sentencia se redactará He la manera siguiente: 

En párrafos separados, que empezarán con la palabra re- 
suUando, se establecerán los puntos de hecho consignados en 
la sentencia objeto del recurso y pertinentes al mismo, con 
exclusión de cualesquiera otros que, consignados también cii 
ella, no influyan en la decisión. 

En párrafos taralúen separados, que empezarán con la pa- 


ífi 

labra cousidn’i’ando, se expresarán los fundanientos de dcreclio 

de las sentencias. 

y á continuación se consignará el fallo que corresponda. 

Art. 40, Cuando la Sala estimare infringida la ley poj. 
cualquiera de los motivos aleg’ados, siempre que sean de los 
comprendidos en el art. 4.^ declarará haber Ugar al recurso, 
y casará y anularií la sentencia. 

Si estimare que no lia habido tal infracción , declarará %o 
haber lugar al recurso, y condenará en costas al recurrente, y 
á la pérdida del depósito en su caso, ó á satisfacer la canti- 
dad equivalente si no se hubiere constituido por el acosador 
á causa de pobreza. 

Art. 41. Si la Sala casare la sentencia, reclamará de la 
Audiencia la causa para pronimciar sobre el fondo el fallo que 
corresponda, y mandará devolver el depósito si se hubiere 
constituido. 

Recibida la causa en la Sala tercera, se mandará pasar al 
Relator para que adicione el apuntamiento. 

Adicionado éste, .se observarán la tramitación y disposicio- 
nes establecidas en los articulo.s 34, 36, 38 y 39. 

La ^ista de la causa se verificai-a leyéndose el apunta- 
miento y observándose lo prescrito en lo.s párrafos primero, 
segundo y cuarto del art. 37. 

Contra la sentencia de casación y la que en su caso se 
dicte sobre el fondo,' no se dará recurso alguno. 

CAPÍTULO V. 


de la INTERPOSICION Y ADMISION DEL RECUft.SO POR QUERRAN 

T AMIENTO DE EOILMA. 

Art. 42. El recurso de casación por quebrantamiento d( 

forma se mterpondi^á en la Audiencia dentro de los cinco dia¡ 

^guientes ai de la notificación de la sentencia, y no .será ad- 
rnítíuo si S6 pF6S6Ettire después 

cleletrldo fpLlSf 

7.. f» I J fiocmacloi, en el-cual se expresará: 

La fecha de la notifleadon de la sentencia. 




La de la presentación dcl recurso. 

El artículo de esta ley que lo autorice. 

. La falta de forma que se suponga cometida. 

Las reclamaciones practicadas para subsanarla y su feclia, 
si la falta fuere de las que exigen este requisito , según oí 
articulo 6.“, pava dar lug’ar al recur.so. 

Cuando el recurrente fuere el acusador privado, en el es- 
crito de que habla el artículo anterior deberá también mani- 
festar que, para el caso deque la Audiencia admita el recurso, 
e.stá dispuesto á presentar ante la Sala del Tribunal Supremo, 
dentro de los términos que .se expresarán en el articulo si- 
guiente, el documento que acredite haber depo.sitado 1.000 pe- 
setas en el establecimiento público destinado al efecto. 


Art. 44. La Audiencia, .sin oir á las partes, examinará : 

Primero. Si la sentencia contra la cual se interpone el re- 
curso es de las que enumera el art. 2.“ 

Segundo. Si se ha interpuesto el recurso en el término 
do la ley. 

Tercero. Si se funda en alguna de las causas expresadas 
en el art. 5.** 


Cuarto. Í3i la falta fiié reclamada oportunamente en los 
casos cu que lo exige el art. 6.” 

Si concurriereu todas estas circunstancias, admitirá el re- 
curso y ordenará la remesa de la causa ó del ramo de ella 
en que se supoug-a cometida la falta , con el apuntamiento, 
certificación de la sentencia, lo.s votos reservados, si los hu- 
biere , y testimonio de su providencia á la Sala tercera dcl 
Tribunal Supremo , citando y emplazando á las partos para 
que comparezcan ante ella dentro de los veinte dias signiien- 
tes al de la citación, ó treinta si la causa se hubiere seguido 
en Canarias, 

Si faltare cualquiera ele las circunstancias referidas en los 
cuatro números anteriores de este articulo, no será admitido 
el recurso. 

Art. 45. La providencia en que se deniego la admisión 
del recurso será ñuidada, y de ella se dará copia certificada 
al recurrente al tiempo de hacerle la notificación. 

Art. 46. Si el recurrente so creyere agraviado por no ad- 
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mitírsele el fecufso, podrá acudir cu queja a la Sala segunda 

def Tribunal Supremo, la cual sustanciara y decidirá este i«. 
cTdente en la forma y términos establecidos en e art. 11. 

Cuando el recun-ente fuein defendido por pobie, y en el 
acto de hacérsele la notificación de la providencia denegato- 
vTdé la admisión lo solicitare, la Audiencia remitirá directa- 
mente la copia certificada que expi'Csa el art. 4» a la Sala 
S 0 o'iiníla clel Tribunal Supremo, la cual mandara nombrarlo 
•Vbog'ado y Procurador que puedan interponer el recurso do 

qneja. si él no los Iiulnere designado. 

Art. 47. Cuando la Sala revocase la providencia denega- 
toria do la admisión , ordenará á la Audiencia que remita la 
causa con los antecedentes necesarios ú la Sala tercera del 
Tribimal Supremo, con arreglo al art. 44. Cuando la confir- 
mare, comunicará su resolución á la Audiencia para los efec- 
tos correspondiente.?. 

En uno y otro caso la providencia que dicte será irre- 
vocable. 

CAPITULO VI. 


DE La SUST.VNCLVCION Y DECISIO.V DEL nECüBSO ADMITIDO POR 

QUEBRANTAMIENTO DE FORMA. 

Art. 48. El recurso por quebrantamiento de forma se sus- 
tanciará y decidirá por la Sala tercera del Tribunal Supremo 
en lo.s términos y con los procedimientos establecido.? para los 
recursos por infracción de ley en los artículos 35 , 3 tí, 37 , 38 

y 39 , en Guantp .sus disposiciones no, estén modificadas por 
las siguientes. 

Art, 49, Recibida en la Sala tercera del Tribunal Supre- 
mo la causa ó el ramo de ella con sus antecedentes, mandará 
numerar el recni-.so del modo establecido en el art. 18; de- 
siguala el Magistrado Ponente que cstu viere en tiiruo, y en- 
trípala aquella y estos al recurrente para su iustrucciou por 

tcimino de cinco dias, y por otro igual á cada una de las par- 
tes y al Fiscal. 

Al devolver el recurrente la causa, no podrá alegar nue- 
vos motivos de ca.sacion. , 




Art. 50. La entrega de que habla el artículo auterior uo 
tendrá h ^r cuaudo el recurrente fuere el acusador prlv^dT 
y uo hubmro presentado todavía el documento que acredite 
h.aber verificado el depósito provenido en el art 17 

Poro SI se hubiese defendido como pobre, bastará que -e 

Art. 51 . Tra^urrido el término del emplazamiento sin tme 
el acu.sador .justifique la constitución del depósito, so docluri 
ra desierto el recurso , condenándole on las costas , v 
volverá la causa á la Audiencia, ' J 

Art. 52 Cuando el recurrente fuere pobre, la Sala man- 
dara nombimrlo Letrado y Procurador quo le defienda, o W - 
validóse para esto caso lo dispuesto cu el art, 20 . 

Art 53. En la vi.sta se dará cuenta por el .Secretario de 
la seuteucia, de los votos particulares, del eserito de inte i- 

po,siciou del recursos do la parte de la causa que se consi- 
dere necesaria pava dar cumplida idea de la falta que hubiere 
motivado el recurso. ^ 

Árt. 54. Cuando la Sala estimare baber.se cometido la falta 
en que se funde el recurso, declarará /mhr lugar á él v or- 
denara la devolución del depósito si se hubiere constituido, y 
la de la causa á la Audiencia pava que, reponiéndola al es- 
tado que tuviera cuando se cometió la taita, la sustancie y 
determine, o haga sustanciar y determinar con arreglo á 




1-1 ta Sala estimare no Iiabersc cometido la falta 

alegada, declarara no Juúer lugm' al recurso', condenaiA al 

«‘ciirrentc en las costas y á la pérdida del depósito, si so 

hubiere constituido, ó á la de su importe en su caso para 

cuaudo viniese á mejor fortuna, y mandará devolver la causa 

u la Aiichencia. Al depósito se dará la aplicación prevenida 
Gil 6 i íirt, 32* 

Cuando resulten falsos los liechos alegados por fundamen- 
tos del recurso, la Sala podrá imponer además al recurrente 
una miüta, que uo bajará de 250 pesetas ni excederá de 750- 
yen caso de msolvencia, sufrirá por vía de sustitución v 
apremio, im cha de prisión por cada 5 pesetas. También p¿. 


t 


. susoender clel ejercicio de su profesión por tcrmmo que 

puesto y sostenido, imponiíndoles ademas una muita de igual 
Tantia En el caso do insolvencia de los Letrados, se aumen- 
Srá un mes de, suspensión por cada 50 pesetas que «iejeu de 

SQÍjlSÍ*StCGI* • -1 p> 

No tendrá liig‘cn* responsabilidad declarada en el párra- 
fo anterior , en cuanto á la multa y suspensión , cuando el 
recurso hubiere sido interpuesto por algima de las causas ex- 
presadas en los números 4.“ y 7.“ del art. 5.“ 

CAPITULO VIL 


DK LOS RECURSOS POR INFRACCION DE LEY Y QUEBRANTAMIENTO 

DE FORMA. 


Art. 56. Lo dispuesto en esta ley r(?BpectÍY-amente al re- 
curso de casación por infracción de ley y al recurso por que- 
brantamiento de forma, tendrá aplicación también á los re- 
ciir-sos que á la vez se funden en infracción de ley y quebran- 
tamiento de forma, con las modificaciones que en este capi- 
tulo se establecen. 

Art, 57. Los recur.sos de casación por infracción do lej»' y 
quebrantamiento de forma se interpondrán y fundarán á un 
mismo t¡em|J0, deutm dcl término que fijan los artículos 9.“ y 
42, por medio de escrito , en que .se dará cumplimiento á lo 
prevenido en el 43. 

Art. 58. La Audiencia, en vista de esto escrito, admitirá ó 
denegara únicamente el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, con arreglo á lo establecido en los artícu- 
los 42 y 44 , reservando al Tribunal Sutíremo la del recurso 
por infracción de ley. 

Alt, 59. Guando la Audiencia admita el recurso, elevará a 
la Sala teicera del Tribunal Supremo la causa con los ante- 
ce ente.s que requiere el art. 44. En este caso se entenderá 
preparado el recurso de casación por infracción do ley. 

. Art. 60. Cuando la Audiencia denegare el recurso, los in- 
teresados podrán recurrir en queja á la Sala secunda del Tri- 
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biuial Supremo contra su providencia en el tiempo y forma 
qiie jireceptúan los artículos 45 y 46. 

Art. 61. Si la Sala segunda dcl Tribunal Supremo revo- 
care la providencia denegatoria, dirigirá orden á la Audiencia 
para que remita la causa á la Sala tercera del Tribunal Su- 
premo , al tenor de lo que establecen ios artículos 44 y 47. 
En este caso se entenderá también preparado el recurso de 
casación por infracciou de ley. 

Art. 62. Si la Sala segunda confirmare la providencia de- 
negatoria, comunicará su resolución á la Audiencia á los elec- 
tos que haya lugar. 

Art. 63. Los efectos de la providencia confirmando la de- 
negatoria de que trata el artículo anterior , respecto del re- 
curso de casación por infvacciou de ley, serán : 

Primero. Hacer imposible su interposición, cuando la pro- 
videncia confirmando la denegatoria de la admisión del re- 
curso de casación en la forma, se hubiere fundado en haberse 
presentado el escrito proponiendo uno y otro recurso fuera 
del término legal. 

Segundo. Dejar expedita su interposición en su caso y ki- 
g’ar, cuando la providencia confirmando la denegatoria de la 
arlmision del recurso de casación en la forma, se hubiere ñin- 
daclo en la no concurrencia de las demás circunstancias ex- 
prc.sadas en el art. 44. 

Art. 64. En este último caso, si el recurrente lo pidiere 
dentro del término de tercero día, contado desde el en que se 
le haya notificado la confirmación do la providencia denega- 
toria, la Audiencia le mandará expedir y entregar, dentro de 
igual término, el testimonio de su sentencia, para que pueda 
seguir el recurso por infracciou do ley ante la Sala segunda 
del Tribunal Supremo, y citará al efecto á las partes , cum- 
pliendo en un todo con lo que ordena el art. 14. 

Art. 65. Admitido por el Tribunal sentenciador el recurso 
en la forma, y remitida la causa á la Sala tercera dcl Tribu- 
nal Supremo, se sustanciará y decidirá con arreglo á lo dis- 
puesto en el capítulo Vi. 

Art. 66. Cuando la Sala tercera declarare no haber lugar 
al recurso por quebrantamiento de forma, condenará al recuv- 
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rente cu ias costas y á In pértlícUi del deptjsíto, si ic hubiere 
constituido, y pasará la causa y demás autecedeutes ú la Sala 
segunda, que mandará comimicarla á las partes para instruc- 
ción por término de cinco dias á cada una, y al l'iscal por 
tres, al efecto que pre\iene el art. 23; y con arreglo á lo que 
cstahleceu los artículos 24, 35, 27 3 '' 28 , dictará ía providen- 
cia que corresponda sóbrela admisión del recurso de casación 
por infracción de ley. 

Art. 67. Cuando el recurrente fuere el acusador privado, 
al devolver la causa manifestando quedar instruido, deberá 
presentar el documento que acredite haber verificado el cor- 
respondiente depdsito, en conformidad á lo establecido en el 
artículo 17. 

Art. (i 8 . Admitido el recurso de casación por infracción 
de le}", se sustanciará y decidirá ante la Sala tcrcei’a en los 
términos y con los jirocedi míen tos estable cidos en ol capí- 
tulo IV". 


CAPITULO VIII. 


DE LA LVTERÍ-OSIGION DE LOS RECUESOS POR EL MIMSTEIIIO PiSCAL, 

Art. 69. Los Fiscales de las Audiencias prepararán é in- 
tei'poiidrdn en su caso los reem-sos de casación por infracción 
de ley ó (lucbrantamicnto de forma, ó en imbos conceptos á 
la par. siempi'o rjue los juzguen procedentes con arreo*lo ú 
esta ley, .sujetándose á las reglas establecidas en los articu- 

íu %' r- tercero, cuarto y riuinto 

A , ’-o^' disposiciones siguiente,?. 

u- doMgare el testimonio de la sen- 

nainíue^ lo r "'“‘a Tribunal Supremo 

para que SI lo creyere procedente, recurra en qneja del modo 
establecido en ol art. 11 . . ^ o»- “oi mooo 

• Art. 71, Los Fiscales podidn iuteiponer el recurso ñor 

iletda “im M ^oli^Macion de la falta 

Art. 72. .Si la Audiencia no admitiere el recurso por que- 
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brantamiento de forma, ol Fiscal procederá del modo pres- 
crito en el art. 70. 

Ai-t. 73. El Fiscal de la Audiencia , luego que reciba el 
testimonio de la sentencia, si el recurso se funda eu infrac- 
ción de ley, 6 la certificación de la providencia de admisión, 
si se funda en quebrantamiento de forma, los remitirá al 
Fiscal del Tribunal Supremo, á fin de que en su vista intro- 
dazca ó sostenga el recurso ó proceda, como estime justo. 

Art. 74. Si el Fiscal del Tribunal Supremo creyere pro- 
cedente el recurso de casación, lo interpondrá desde luego cu 
■ la Sala tercera dentro del término señalado eii los artículos 
- 15 y 44; si no lo estimare así, y viniere preparado el recurso 
por infracción de ley, comunicará dicho Fiscal su resolución 
al de la Audiencia de quien proceda para que lo ponga en 
conocimiento de ésta. Mas si el recurso se fundare en que- 
brantamiento de forma y hubiere sido admitido, el Fiscal del 
Tribimal Supremo que creyere no deber sostenerlo desistirá 
de él, y la Sala pondrá en conocimiento de la Audiencia 
correspondiente la proAudeucia en que so le tenga por desistido, 

Áxt. 75. Cuando el recurso se hubiere fundado á la par 
por el Fiscal de la Audiencia en infracción de le}" y quebran- 
tamiento de forma, y el Fiscal del Tribunal Supremo desis- 
tiere de sostenerlo en este iiltimo concepto, podrá interponer 
el de infracción de ley ante la Sala segunda, dentro del tér- 
mino de cinco dias, contados desde el en que se le haya no- 
tificado la pro\ddencia, admitiéndole el desistimiento de que 
trata el artículo anterior. 

CAPITULO IX. - 


DE LOS RECURSOS DE CAB.ACION EN LAS CAUSAS DE MUERTE 


Art. 76. Contra las sentencias cñ que se imponga la pena 
de muerte se considerará admitido de derecho, en beneficio 
dél reo, el recurso de casación. 

Art. 77. La Audiencia, en el mismo dia en que dicte su 
sentencia, elevará la causa á la Sala tercera del Tribunal 
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Supremo, acompaüaudo certifieacion tic los votos reservados, 

si los liubiere, ó negativa en su caso. 

Art. 78. Si dentro de tercero dia de recibicla Ja causa en 

Ja Sala tercera del Tribunal Supremo se presentarcu los de- 
fensores designados por el reo pidiendo la causa para soste- 
ner la procedencia del recurso, se les tendía poi paite y se 
les mandará entregar por el término de odio dias. ^ 

Si no se presentaren dentro de acpiel plazo, la íáala man- 
dará nomlirar de oficio al reo, ‘Procurador y Abogado que le 
defioudan, entregándoles el proceso por igual termino de 
ocho dias, 

Art. 79. Ai devolver la causa, el defensor del reo expon- 
drá si existen o no algunos de los motivos designados en los 
artículos 4.“’ y 5,", en virtud de los cuales procede en los 
juicios* criminales el recurso de casación por infracción de ley 
ó quebrantamiento do forma. 

Art. 80, Por igual término y con igual fin se entregará 
la causa á las demas partes y al Fiscal. 

Art. 81. Si el procesado, cualquiera de las demas partes 
é el Fiscal sostuvieren la procedencia del recurso por infrac- 
ción de ley 6 quebrantamieuto de forma, se sustanciará y de- 
cidirá con arreglo á lo respectivamente dispuesto en los capí- 
tulos iv y vr. 

Art, 82. Cuando se declarare no haber lugar al recurso en 
lii forma ni en el fondo, ó cuando ninguna de las partes hu- 
biere sostenido su procedencia, la Sala, previa igual declara- 
ción, exami liará la sentencia y los méritos del proceso* v si 
^oontoc motivos para minorar la pona, propondrro^ndo 
cintes al Fiscal, ol indulto correspondiente. 

capitulo X. 


DlsrOSICIüxNES COMUNES Á TODOS LOS aECUaSO.S DE CASACION. 

bnníi -Cíf ■. fiiete la Sala segunda del Tr 

rion ' admisión del recurso de casa 

) y as que pronuncie la Sala tercera declarando haber 


no lagar á él, expresarán el nombre del Ponente, y se pu- 
blicarán en la Gacela de Madrid y cu la Colección legis- 
lativa. 


Art. 84. Si las sentencias de que trata el artículo anterior 
recayeren en causas seguidas por cualquiera de los delitos 
comprendidos en los títulos 10 y 11 del libro S.® del Céilifro 
penal, se publicarán suprimiendo los nombres propios do las 
personas, ios de los lugares y las circunstancias que puedan 
dar á conocer á los acusadores y ú los acusados y Tribimales 
que hayan fallado, el proceso. 


Si por las circunstancias especiales de algamo de estos es- 
timaran las Salas segunda y tercera del Tribunal Supremo 
que la publicación de la sentencia, á que se refiere el artículo 
anterior, ofende á la decencia pública, podrá ordenar en la 


propia sentencia que no se verifique aquella. 

Art. 85. Las costas se tasarán por el Secretario ó Escri- 
bano de la Sala que haya impuesto la condena , con arreglo 
al arancel vigente ; la cuenta del importe de los gastos del 
j uicio se formará por el propio Secretario o Escribano, inclu- 
yendo en ella los honorarios de los Letrados. 

Art. 86. La tasación de costas y gustos del juicio se pon- 
drá de manifiesto á las partes por el término de dos dias, pa- 
sados los cuales sin haberse hecho oposición á ella, so dictará 


auto aprobándola. Si se hiciere oposición , se pasará el expe- 
diente ó la causa al Ponente; y la Sala oyéndole de palabra, 
determinará lo que crea procedente sin ulterior recurso. 

Si la^ oposición recayere sobre los honorarios de los Letra- 
dos, la Sala, antes de resolver , oirá á la Junta de gobierno 
del Colegio de Ábogudos. 

Cuando conste la insolvencia de los condenados, podrá 
suspenderse la práctica de las tasaciones hasta que resulte 
que han mejorado aquellos de fortuna. 

En ningún caso se diferii-á la ejecución de las sentencias 


por lo dispuesto en este articulo y en el que le precede. 

Art. 87. De la sentencia declarando haber ó no lugar á la 
casación no se dará recurso alguno. 

De la que se pronuncie sobre el fondo de la causa, después 
de casada la sentencia, sólo podrá pedirse aclaración de puntos 



dctcruiiiiíidos y coiicrctos, dentro de Ins \c¡nticiii.itro liorns sj. 
g*QÍcutes ú la de su notificación á las partes. 

Lo dispuesto en este articulo se entenderá sin peijuicio 
del recurso do revisión en los casos en que proceda. 

Arfc. 88. De las providencias interlocutorias en el proce- 
dimiento de admisión ó en el de decisión del recurso , podrá 
suplicarse ante la misma Sala que las dicte en el término de 
.segundo dia. 

Art. 89. El desistimiento del recurso podrá verificarse en 
cualquier estado del procedimiento, iirévia ratificación del in- 
teresado, ó presentando su Procurador jiocler especial para ello. 
Si las partes estuvieran citadas para la decisión del recurso, 
perderá la que desista *la mitad del depó.sitosi lo hubiere con.s- 
tituido, j pagará las costas y gastos del juicio que so hubie- 
ren ocasionado por su causa. 

Art. 90. Las sentencias contra la.s cuales pueda interpo- 
nerse recurso de casación no se ejecutarán hasta que trascurra 
el término señalado para prepararlo por infracción de ley ó 
interponerlo por quebrantamiento de forma. 

Si en dicho término se preparare o inter])usiere el recur- 
so, quedará en su.spenso hasta su terminación la ejecución 
de la sentencia , á méuos c[ue ésta sea ab.solutoria ; en cuyo 
caso, si el reo estuviere jireso, será puesto en libertad. 

Art. 01. Si la sentencia contra la cual se interpu-siere el 
recurso no estuviere redactada en la forma prescrita en la 
ley, G no contuviere los fimclameutos de liecho necesarios 
para resolver la cuestión de derecho, la Sala torcera del Tri- 
bunal Supremo ordenará á la Audiencia que adicione 6 aclaro 
dichos fundamentos, consignándolos en un suplemento de la 
misma sentencia, sin alterar su testo. 


Siempre qm esto se verifique, la Sala acordará couf.ra los 
Mag^trados que hubieren cometido la falta los apercibimien- 
tos o demostraciones qno estime procedentes. 

sentencia no aprovoobará ni 

Td recreo f, comparocido 

ü el lecurso, a menos que sean incompatibles con la declara- 

oTlfeS Pronundamlts 

que la sentencia casada contenga respecto á aquellos. 


En esto caso Iti bilí 11 3 al dictav }i\ niiCYa soutoucíá on el 
fondo j pro\Gcrci lo c|iiG corresponda gh .cuanto u los procesa“ 

dos que no hiibiereu recurrido, 

« 

CAPITULO XJ. 


DEL líECÜUSO DE UEVISION. 

Art. 93. Habrá lugar al recurso do revisión contra toda 
sentencia ejecutoria en los casos siguientes: 

Primero. Cuando ésten suiriendo condena dos ó más per- 
sonas en virtud de sentencias contradictorias por un mismo 
delito qiio lio haya podido ser cometido sino por una sola. 

Segundo. Cuando esté sufriendo condena alg’uno como au- 
tor, cómplice ó encubridor del homicidio de una persona cuya 
c.xistencia se acredite después de la condena. 

Tercero.^ Cuando esté sufriendo condena alguno en virtud 
de sentencia cuyo lundainonto haya sido un testimonio decla- 
lado después falso, y penado por sentencia ejecutoria. 

Art. 94. El recurso de revi.sion podrá promover.se por los 
penados en, todo caso, y por sus cónyuges, descendientes, as- 
cendientes y hermanos en los casos de los números 2.” y 3,'’ 

del ait. 9*3, acudiendo al Ministerio de Gracia y Justicia con 
solicitud motivada. 

Art. 95. El Ministro de Gracia y Justicia, previa forma- 
ción do expediente, podrá ordenar al Fiscal del Tribunal Su- 
premo que interponga el recurso, cuando á su juicio hubiere 
iuiidamento bastante para ello. 

Art. 96. El Fiscal, del Tribunal Supremo podrá también, 

sin necesidad de dicha órden, interponer por sí el recurso ante 

la Sala tercera, siempre que tenga conocimiento de algún caso 
en que proceda. 

Ai't. 97. En el caso del mim. l.° del art. 93, la Sala 

declarara la contradicción entre las sentencias, si en efecto 

existiere, anulando una y otra, y mandará instruir de nue- 

^0 la causa al Tribunal ú quien corresponda el conocimientc 
del delito. 

En el caso del núm. 2." del mismo articulo, la Sala, com: 


fif) 

probada la ¡deutidad de la persona, cuya muerte hubiera sido 

Tipiiacla anular¿i la ejecutoria. ^ , , , , . 

Eti el caso clel nüm. 3.'’ reicriclo avticu o, dictara la 

Sala la misma decisión . on 'ésta de la ejecutoria, que cou- 
(ieuo á los testigos por falsarios, y mandara mstriur de nue- 
vo la causa al Tribunal á quien corre, sponda el conocimiento 


del delito. ^ , 

Art 98. El recu 1*30 de revisión se sustanciara oyendo por 

escrito una sola vez al Fiscal y otra á los penados, que delie- 
rán ser citados si antes no comparecieren. Prestada esta au- 
diencia, seguirá ol recurso ios trámites estaldecidos para ad* 
mitir el de casación por infracción de ley, y la Sala dictará 
su fallo irrevocable, con informe oral ó sin él , .según acuer- 
de, en vista de las circunstancias del caso. 


DISPOSICION TRANSITORIA. 

Art. 99. Las disposiciones de esta ley serán aplicables á 
todas las causas que el dia en que debe comenzar á regii* no 
estuAÓeren terminadas por ejecutoria. 

Exceptúase lo dispuesto sobre los recursos de i’íivision, los 
cuales podrán interponerse también en las cansas fenecidas 
con antenoridad. 

Palacio de las C(5i*tes 24 de Mayo de 1870.=Manucl Piiiz 
Zorrilla, Presidente. =Mauuel de Llano y Persi, Diputado Se- 
cretario. =Jiilian Sancliez Ruano, Diputado Secretario. ^Fran- 
cisco Javier Carratalá, Diputado Secretario. ^Mariano Rius, 
Diputado Secretario. 

Madrid 18 de Junio 1870.=E1 Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Euoenio Montero Ríos. 


A LAS CÓRTES CONSTITUYENTES. 


La Ley de Enjuiciamiento civil, que debió su origen días 
Cortes Constituyentes convocadas en 1854, y recibió do ellas 
¡ 3 U autoridad, hizo útiles reformas en la sustanciacíon de todos 
los negocios ciadles que se ventilan ó agitan en los Tribuna- 
les. La Nación la aceptó con aplauso al considerar los enve- 
jecidos y arraigados abasos que coartaban la regularizacion 
de los juicios nrti versal es que, abandonados antes al empiris- 
mo, y dando ocasión á la mala fe y ú multiplicados fraudes, 
hacian interminables las testamentarías, abintestatos y con- 
cursos , la mayor brevedad y menores dispendios de los liti- 
gios, y la tramitación ordenada de los actos de jurisdicción 
voluntaria,* en que con solícita diligencia se procuraba liber- 
tar ú los que, teniendo un interés legítimo, no intervenían 
antes en ellos, de los pclig’ros db que pudiera' perjudicarles lo 
que, en la oscuridad y en el silencio, la malicia, ó tal vez el 
crimen, fraguaran en su daño. 



■ La experiencia, sin embargo, ha puesto de relie^'e alg-unos 
defectos de que adolece , y la conveniencia de acudir pronta- 
mente á su remedio ■ La derogación de la Ley de liiijuicía— 
miento mercantil, que en su mayor parte ba sido refundida 
en la do Enjuiciamiento civil, ba dado lugar á que se consig- 
nen ó amplíen algunas de sns disposiciones , como antes ha- 
bían sido alteradas otras por exigirlo con urgencia moti vos 
generalmente conocidos y aceptados. 

Mayores hubieran sido sin duda estas reformas, si el temor 
de destruir la unidad de la obra no hubiera salido al ou- 
cuentro de los que, ó más celo.sos, o más impacientes, no 
contemporizaban con aplazamientos, considerando preferible 
la adopción pronta de reformas parciales, propuestas con ma.s 
ó menos acierto, pero que frecueuteménte no guardaban ar- 
moma con otras disposiciones no reformadas , sin reparar en 
el gravísimo inconveniente de que en un mismo Códi go r e- 
sultaran antinomias, que produjeran perplegidad en los^ue 
eran llamados á aplicar las leyes, é iucertidumbre en los de- 
rechos de los que se ven en la necesidad de acudir á los Tri- 
bimales en demanda de justÍG-ia. 


Estas consideraciones acou.sejan'la revisión de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, no para calcarla en principios diferentes 
de aquellos en que descansa, ni alterar su fisonomía, ni pres- 
cindir de las reglas capitales del procedimiento, aceptados por 
las generaciones que nos han procedido, formulados en nues- 


tros antiguos Códigos, recomendados por la ciencia y por la 
experiencia de los siglos, sino para reformar solamente lo ne- 
cesario, y perfeccionando la obra, acomodarla á las nuevas 
exigmeias, salvándolas dentro de sus propia's condiciones. 

El Gobierno presentará muy pronto á las Córtes Constitu- 
yentes el proyecto de su reforma; pero mientras esto se ve- 
rifica, se considera en el deber de proponer la reforma reco- 
nocida como mjis apremiante por la opinión püWica, en cuya 
urgente necesidad han estado conformes diferentes adminis- 
raciones (jue han rígido el país, Cueipos Colegisladores. cu- 
tas ““ ®nln representantes de diversas y á un opues- 

políticas, los Tribunales y los JurisconsultoL 
ta reforma es la del recurso de casación en materia civil. 


No es esto desconocer el gran servicio C|tie prestó al país 
la Comisión á quien cupo la suerte de formular la Ley de En- 
juiciamiento Plizo mucho ¡ los principios sohre que ci- 
mentó la obra son ahora aceptables , corno lo fueron en el dia 
de su publicación; pero la práctica de lu ley y su desenvol- 
vimiento sucesivo han puesto en evidencia que conservando el 
espíritu que domina en la tramitación actual, es posible sim- 
plificarla sin dismimiir las prendas del acierto en los fallos 
economizar tiempo y hacer menos costosos los litigios. 

Recordarán las Córtes que Inibo un dia . en que la ag'lomo- 
vaciou de los recursos de casación cu la Sala primera del Tri- 
bunal Supremo de Ju.sticia hizo nece.saria una ley, cu virtud 
de la cual, di\ddiéndose en dos secciones, ya no fue un cen- 
tro único de quG partía la jurisprudencia en materia civil, lo 
que equivalía á destruir de hecho la ba.se de la unidad del 
derecho, causa principal que justifica el recurso ; porque en 
vano se proclama la unidad de la ley para todos los españo- 
les cuando en la práctica, por la diversa interpretación que 
le dan los Tribunales , se concierte en múltiple , dando por 
resultado que aparece como verdad legal en un caso lo que 
en otros exactamente iguales es reputado como un error ju- 
rídico , con desdoro de la justicia y do los que la admi- 
üLsfcraii. 


El Crobieriio provisional, en la organización que dió al Tri- 
bunal Supremo, salió al encuentro del iuconyonieute expuesto, 
restableciendo el centro único de que partiera la jurispruden- 
cia civil, Pero esto no basta: es menester editar que antes ó 
después sobrevenga luia nueva ag’lomeracion de negocios en 
la Sala primera del Tribunal Supremo, que hagu nueva- 
mente necesarios remedios empíricos que no pueden tener más 
disculpa que la impre.scindible necesidad de .que no se para- 
lice ia justicia hasta el punto de que se asemeje mucho á la 
denegación del derecho. 

Ni seria hoy tan fácil la solución adoptada áutes para des- 
cargar á la Sala primera de los negocios que no pudiera des- 
pachar. Habría necesidad de crear una Sala más si se repi- 
tiera la paralización antigua ; porque en adelante Las Salas 
ylel Tribunal Supremo tendrán tal cúmulo de negocios, que 



no será posible atribuirles otros que no sean de su respecti va 
iiü büx ^ ^ . entorpecimientos en el 

oompo encía , 2’ usable el mayor celo cu todos los Ma- 

Kistes. Si no hn de sufrir lamentables retrasos la admims- 
tracion do justicia; nuevo motivo para que so acuda oportu- 
namente al medio provisor de reformar el procedimiento que 


ahora se propone. . ... 

Para ello no sacrificará el Gobierno ningún principio; por 

el contrario, dándole mayor fuerza y eficacia, procura evita r 

que los recurso.? salgan de sus legítimos limites, de lo que 

la ciencia aconseja y de lo que la jurisprudencia ha venido 


á establean* entre nosotros. 

No considera inoportuno el Ministro que .susciibe indicar 
ligeramente las alteraciones principales que en la ley se iii- 


troclucen. 

Cuando por primera vez se consignaba en nuestro dereclio 
escrito que la infracción de doctrina legal era motivo de ca- 
sación, se consideró prudente calificarla de manera que <á su 
sombra no se pudieran suscitar recurso.? fundados en la opi- 
nión de Jurisconsultos más ó ménos notables , porque enton- 
ces pocas sentencias dejarian do poder ser atacadas en casa- 
ción , atendida la diversidad de opiniones que en su espíritu 
dé controversia, y hasta alguna vez por el deseo do ¡úngula- 
rizarse y de parecer innovadores y atrevidos, sostenían algu- 
nos Jiuisconsultos. Por esto la ley exigía que la doctrina le- 
gal fuera admitida por la juTisprudencia de los Triljimales. 
buscando como criterio para administrar justicia , cuando las 
leyes callaban, eran oscuras ú iusufieientcs, la costumbre ju- 
dicial que con la repetición de actos venia ¿ suplir al derecho 
escrito, y era una fuente de derecho, como lo habían venido 
reconociendo nuestros Códig’os , y es un principio más . ó mé- 
nos expresamente acbnitido en todos los pueblos cultos. Hoy 
que la significación fie las palabras docíriíia legal está ya 
fijada entre no.sotros, no es necesario seg'uir empleando la 
antigua denominación , larga y embarazosa para la redacción 
de las leve.s. 

/ ♦ • * Ü 

Así queda bastantemente justificada esa alteración en la 

que no es inoportuno explicar aquí, para que 


t 


fi:; 

no se considere que en la simplificación de -la frase se lia lle- 
vado envuelto otro pensamiento. 

Eespecto á las causas de casación, hace el proyecto do.s 
alteraciones. Eefiérese una al recurso de ca.sacion por infrac- 
ción tle ley, la otra al que se funda eu quebrautamiento de 

forma. 

La primera alteración es la de dar el recurso contra las 
scutoiicias do los amigables componedores, cuando se extien- 
dan m ts allá de los limites del compromiso ó son pronuncia- 
das fuera del tiempo convenido en la escritura. 

La Ley de Enjuiciamiento civil, consultando la verdadera 
índole de esta clase de arbitraje, rectificando errores antiguos, 
y considerando que tienen los nombrados más bien la misión 
(le conciliar que la de juzgar, y por regda de decisión más la 
equidad que el derecho estricto, dieron la autoridad do cosa 
juzgada ú los laudos que pronimciaran ‘ contra los qne cerra- 
ron la puerta á, toda controversia y á toda reclamación ante 
los Tribunales. Este principio queda intacto en la ley; pero 
la experiencia enseña que no siempre se aju-stan los amiga- 
bles componedores dentro del círculo en que se han encerrado 
su.s facultades. Cuando esto ocurre, se ven los interesados en- 
la imprescindible necesidad de seguir pleito.?, frecuentemente ,• 
largos y dispendioso.?, para conseguir la declaración de nuli- 
dad que lleva el fallo eu si mismo : esto es irregular, anómalo: 
porque si por declaración de la ley el lando es una ejecutoria, 
natural és que para anularla se acuda al medio que la ley 
establece para que estas queden rotas y anuladas. 

La alteración boclia en el recurso por quebrantamiento de 
forma és la supresión de la causa de casación que, según el 
dereclio actual, consiste en la denegación de cualquier dili- 
gencia de prueba admisible, según las leyes, y cuya falta 
haya podido producir indefensión. Sella considerado que esto 
no guarda armonía con los principios en que descansan los 
recursos do casación. No so trata en ellos do la injusticiíq í'i 
injusticia de los fallos, sino sólo de su validez ó de su nuli- 
dad : el interés piililico predomina en primer término ; el iuteré.? 
de los particulares sólo tiene iin lugar secundario. Sn objeto 
principal es que las leyes se apliquen bien y uniformemente; 

r, 

V 


OUC la justicia s» igual para todos; que las leyes nO caigan 
!rVp Jso • oue no se desnaturalicen por erradas intei-preta- 
cioncs y que el alto Cuerpo que está al frente cte la Magis- 
tratoá tenga este medio de inspección, muy ac cenado p;«a 
rectificar crim-es, sin faltar al carácter j-asivo del poder j udi- 
cial, que nada puede mandar, que nada puede decir en forma 
lamentaria pai'a desterrar los abusos, las malas piacticas 


veg 


V el olvido de líis leyes. 

De provechosos resultados para abvevmr los recursos que 
se fundan on infracción de ley d de doctrina leg*al, lia de ser 
que su interposición se baga ante el Tribunal Supremo de 
Justicia. Desde luego será más breve j ménos costosa la tra- 
mitación; ya no habrá dos escritos que tengan el mismo ob- 
jeto, aqueí en que se interponga el iccurso y el en que se 
adicionen, como hoy se liace, los motivos de casación expre- 
sos en el primero r tampoco liabra apelaciones poi denegación 
de la admisión, ni las diligencias consiguientes, ni las vistas, 
ni las cuestiones previas antes de que comience la verdadera 
tramitación délos recursos: el procedimiento asi se simplifica: 
el Tribunal Supremo, sin necesidad de audiencia, declara desde 
luego si es ó no admisible el recur.so; su fallo es decisivo; 
contra él no hay recurso alguno. Ni debe parecer extraño, 
porque no se trata, en lo que á la admisión del recurso se 
refiere, de cuestiones de derecho, sino de cosas de hecho sen- 
cillas, apreciablcs á primera vista, á saber: si la sentencia es 
definitiva ; si es de las que pueden ser atacadas en casación; 
si procede de una Audiencia : si se int&rpone el recur.so den- 
tro del termino ; si se hace ó no la cita de la ley ó de la doc- 
trina que so ha infringido. Nada se prejuzg'a acerca de la nu- 
lidad causa del recurso, ni del valor ó ineficacia de la senten- 
cia; la cuestión queda integra: lo que el Tribunal examina es 
sólo si está ó no el recurso dentro de las condicione.s exter- 
nas que autorizan su interposición. 

* Y este, cambio consulta grandemente á los intereses de lo.s 
recurrentes, porque alejando el término fatal para usar de su 
derecho, y concediéndole otro mucho mayor que el angustioso 
que ántes tenían, le dan tiempo suficiente para que se modere 
la agitación de su ánimo y se recobre en parte al ménos la 


tn 

calma y tranquilidad que con tanta frecuencia suelen perder 
los litigantes, cuando son vencidos en un pleito que sostienen 
con tesón, y en que tal voz se hallaban comprometidos graves 
inteve.ses. En esa, situación pocos ven con claridad lo que les 
conviene; pocos escuchan la voz de la prudencia; están en la. 
misma atmósfera, y se alimentan con las mismas esperanzas 
que ántes de la sentencia: no comprenden quizá , ó no pueden 
comprender por la predisposición de su ánimo, que puede ha- 
ber injusticia en un fallo, pero que no basta esto para que 
sea objeto de casación: confunden el hecho con el derecho, y 
entran así en iin camino del que no deben esperar más que 
desengaños tardíos y los compromisos y di^ustos que traen 
los pleitos, sobre todo cuando no cabe, á pesar de ellos, éxito 
favorable. Probable es que el cambio de foro, el infiujo del 
tiempo, el afan con que procuran enterarse de lo que .sucede 
en esta clase de recursos, induzcan á algunos á no interpo- 
nerlos, y en todo caso no podrán quejarse de la ley, que les 
da tiempo sobrado para ilustrar su conciencia y no compro- 
meterse en cuestiones temerarias. 

En esta clase de recursos por quebrantamiento de ley ó 
doctrina legal, no sé remiten los autos al Tribunal Supremo; 
el recurrente comparece ante él con una certificación de la 
sentencia, á la que en s\i caso pueden acompañar los docu- 
mentos de que pueda depender la admisión ó decisión del re- 
curso. Esta innovación gravísima bien merece algunas pala- 
bras que la justifiquen. 

En la actualidad sé elevan los autos al Tribunal Supremo; 
no hay más que una vista, y sin embargo, en el caso de que 
sé estime el recurso, hay dos sentencias: la de casación, que 
se hace pública para que contribuya á la formación de la ju- 
risprudencia , y otra que decide la cuestión misma controver- 
tida, que es la ley entre los que han litigado, poro cu que 
ningún otro tiene interés, porque la cosa juzgada sólo alcanza 
á los que han sido parte en el pleito. 

Naturalmente , los recurrentes se ven en la necesidad de 
entrar en todas las cuestiones que puedan ser objeto, no sólo 
del fallo de casación, sino del decisivo del pleito, en la hipóte- 
sis de que la casación sea declarada. Están en su derecho los 



defensores, ponjue A seguir otra reg'Ia de conducta, laltanan 
á sus deberes profesionales. Si so les llamara u la cuestión do 
derecho, como única que habia de resolvere en la primera 
sentencia, diriari, y con razón, que en la si^nnda que habría 
de decidir la cuestión del pleito , se quedaban lo.s litigantes 

sin defensa, y que esto ora una denegación. 

Líi expcricncií! hti dornostrciclo el g^ríiTQ inconvsniciitG de 
este sistema. A él principal mente debe atribuirse el retraso 
que expenmentaron los recursos de casación en los primeros 
tiempo de su establecimiento. El Tribunal Supremo tiene que 
asistir á la discusión de muclias cuestiones que no es llamado 


é resolver: el número de los recursos que prosperan es muy 
escaso, y es de creer que disniinuirú mñs, conforme se vayan 
perfeccionando nuestras leyes y nuestra organi^iacion jndicial. 
Y no puede ser de otra manera en ningún país en que esté 
medianamente administrada la justicia ¡<iuc idea se formaría 
de la nuestra si por íicaso vinieran á nivelarse las sentencias 
casadas .con las recursos que el Tribunal Supremo hubiera 


reclmado! 

Por estas consideraciones se ha creído conveniente y hasta 
necesario que no se ventilen simultáneamente las cuestiones 
de casación y las especiales relativas al fondo del pleito. Así 
no se ])erderá el tiempo que destina el Tribunal á oir cues- 
tiones que no Ilogun á ser de su competencia , mucho iná.s 
largas , más difusas casi , .siempre que las de derecho que se 
ventilan en los recursos, las cuales comunmente no se pres- 
tan á las discursos largos y á la polémica minuciosa de los 
liechos. 

Esta forma de sustanciacion hace innecesaria la remesa de 
los autos: hasta con la sentencia para que el Supremo, que 
no tiene jurisdicción para alterar la apreciación de los hechos, 
.debiendo atenerse á su calificación, hedía por la Audiencia, 
pronuncie el fallo declarando la casación ó recliazáiidola. Asi 
se libra también de la tentación vehemente de casar por ra- 
zones, no de nnlidad, sino de injusticia, cuondo la encuentra 
al paso, si bien impulsado por el sentimiento del deber, nunca 
se propasaría excediéndose de los límites de su competencia. 

No es nueva del todo esta teoría. En los recursos proco- 


i 



(lentes de Ultramar, según la cédula de 30 de Enero de 18Ü5, 
existe la seg’lmda vista, si bien no preparada del modo que 
!: en el proyecto se propone. Lo mismo acaece en los recni’.sos 

^ (le casación establecidos para los delitos de contrabando y 

i' defraudación, aunque en estos la segunda vista es ante dis- 
■' Sala de la que casó la sentencia pronunciada por el Tii- 

I bunal superior. 

I'. . Los recursos de casación por quebrantamiento de alguna 
de las formas esenciales del juicio, si bien se interponen en 
K las Audiencias, son admitidos por el Tribunal Supremo. Asi 
lo aconsejan razones análogas á las que quedan indicadas, y 
W‘- se evitan' también en las apelaciones y las cuestiones previas. ^ 

fc* Las consideraciones que aconsejan no hacer, al ménos por 

i ' ahora, extensivas á las provincias ultramarinas las alteracio- 

U ues que esto proyecto haCe en la admisión de los recursos, 

*'■ son tan evidentes que no reejuiGren explicación. 

El Gobierno considera que estas reformas, si llegaren á ser 
ley, serian una mejora notable en la administi'acion de justi- 
cia' y por ello, competentemente autorizado y de conformi- 
' • dad con el Consejo de Ministros, tengo la honra de presentar 

á las Cortes Constituyentes el proyecto de ley, sobre la re- 
forma de la casación civúl . 

EL MINISTRO DE GRACIA Y JUSTICU. 



SOBRE REFORMA DE LA CASACION CIYIL. 



DE LOS RECURSOS DE CASACION. 


SECCION PRIMEIIA. 


Dis])osicio7ies generales. 

, * 

Artículo 1." El conocimiento de los recursos de casación 
Cu los negocios ci\iles corresponde exclusivamente ú la Sala 
primera del 'Tribunal Supremo de .Justicia. 

Art. 2.° El recurso de casación en los neg-ocios civiles se 
da contra las sentencias definitivas ponunciadas por las Au- 
diencias y contra las de los amigables componedores y sólo 
en los casos establecidos expresamente en esta ley. 


Art. 3.” So cutiende pov senteucias definitivas para los 

efectos del articulo anteiior; 

1. ** Las definitivas que terminen el juicio. 

2. " Las que recayendo .sobre un artículo, pongan término 
al pleito, baciendo imposible su continuación. 

3. “ La.s que declaren baber ó no lugar á oir á un litigan- 
te que baya sido condenado en rebeldía. 

4. ” Las pronunciadas en actos de jm'isdiccion voluntaria 
en los casos establecidos por la ley. 

Art. 4." El recurso de ca.sacion se fundará en una de las 
causas siguientes : 

L* Ser la sentencia contra. ley o doctrina legal. 

2. " Haber.se quebrantado alguna de las formas esenciales 
del juicio, 

3. " Haber lo.s amigables componedores fallado puntos no 
sometidos á su decisión ó fuera del plazo señalado en el com- 


prorm.so. 

Art. 5.“ Se consideran como infracción de formas esen- 
ciale.s del juicio para los efectos del núm. 2.“ del artículo 
anterior: 

1. “ La íalta de emplazamiento en primera ó segunda ins- 
tancia de las personas, que hayan debido ser citadas para el 
juicio. 

2. La falta de personalidad en alguna de las partes, ó en 
el Procurador que la liaya representado. 

. 3.“ La fa^ta de citación para sentencia definitiva en cual- 
quiera de Jas instancias. 

4. ^ La falta de recibimiento á prueba en alguna de las ins- 
tancias, Cuando ésta procediere con arreglo á dercclio. 

5. ^ La taita de citación para alg*una diligencia de prubba. 

6. ba. incompetencia de jurisdicción cuando este punto no 

laya sido resuelto por el Tribunal Supremo. 

7. Haber concurrido á dictar sentencia uno ó más Jiuice-s 
cuya lecusacion, intentada, en tiempo y forma fundada en 
causa legal, hubiera sido desestimada. 

8. Haber sido dictada la sentencia por menor numero de 
Jueces del señalado por la ley. 

Art. 6." El recurso de casación por infracción de ley ó 
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de doctiiiia legal no se daia contra las sentencias que recai- 
gan cn los juicios do menor cuantía, en los posesorios, en los 
ejecutivos ni en ninguno, después del cual pueda promoverse 
otro juicio sobre el mismo objeto; pero sí proceden los que so 
funden en el quebrantamiento de alguna de las formas "del 
juicio expresadas en el art. 5." 

Art. 7. Los recursos de casación que se interpongan por 
quebrantamiento de forma sólo serán admitidos cuando se hu- 
biere pedido la subsanacion de la falta cn la instancia en que 
se cometió, y reproducida la petición en la segunda instancia 
. cuando la infracción procediere de la primera. 

Art. 8. Tvo será necesario haber reclamado la subsanacion 
de la falta en el caso de que ésta liiibiere sido cometida en 
la segunda instancia cuando fuere ya imposible pedirla. 

Art. 9.® Las declaraciones de haber lugar al recurso de 
casación producirán los efectos siguientes. 

1. ® La casación de la sentencia, y el pronunciamiento de 
otra arreglada á la ley ó á la doctrina legal infringida, cuan- 
do el recurso se hubiere fundado en esta causa. 

2. ® La casación de Ja sentencia cn lo que los amiga- 
ble.s componcdore.s hayan decidido fuera de los límite.s del 
compromiso, cuando el recurso se hubiere fundado en esta 

causa. 

3. ® La casación de toda la sentencia do los amigables com- 
ponedores, cuando el recurso se fundare en haber sido dicta- 

, do fuera dcl término convenido en el compromiso. 

4. ® La casación de la sentencia y la devolución de los au- 
tos al Tribunal de que procedan, para que reponiéndolos al 
estado que tenían al quebrantarse la forma del juicio, los con- 
tinúe con arreglo á derecho, cuando el recurso se hubiere 
fundado en esa causa. 

Art. 10. El que intentare interpencr recurso de casación 
depositará cn el establecimiento destinado al efecto: 

Mil p&setas cuando fueren conformes de toda conformi- 
dad las sentencias de la primera y segunda instancia en los 
recursos por infracción de ley ó de doctrina legal, y cn los 
que se interpongan contra las sentencias de los amigables 
componedores. 
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Quinientas pesetas cuando el reenrso se interponga ])or 
quebrantamiento de forma. 

Art. 11. En los casos en que la cantidad objeto dcl litigio 
sea inferior á 3.000 pesetas, el depósito no excederá de la 
sexta parte do su valor si el recuriso que se intenta interponer 
so fundare en infracción de ley ó doctrina leg-ai, ó fuere con- 
tra el fallo de amigables componedores , ni de la dozava parto 
si se fundare en quebrantamiento de forma. 

Art. 12. Si litigare por pobre la parte que interponga el 
recurso, y ésto fuere dese.stimado, pagará cuando llegue á me- 
jor fortuna la suma á que en su caso-liubiera debido a.scender 
el depósito. 



De la interposicmi de los recursos de casación por iu/r acción 
de ley ó de doctrina legal ó contra los fallos de amigables 

componedores . 


Art. 13. El que intentare interponer recurso de casación 
por infracción de ley ó de doctrina legal, solicitará dentro dcl 
término de diez dias, contados desde el siguiente al de la úl- 
tima notificación de la sentencia, im testimonio de ésta y de 
la de primera instancia, si en la seg-unda hubiesen sido acep- 
tados y no reproducidos textualmente todos su.s resultandos y 
considerandos. Pasados los diez dias sin solicitarlo, la senten- , 
cia quedará firme. 

Art. 14. La Audiencia mandará dar el testimonio que se 
hubiese solicitado dentro del termino expresado en el artículo 
anterior, mandando emplazar á las otras partes para que 
puedan comparecer en el Tribunal Supremo á usar de su de- 
recho, en el término de treinta dias, en los neg'ocios proceden- 
tes de la Península é islas Baleares, y de cincuenta en los 
procedentes de las islas Canarias. 


Poi diligencia puesta al pie del testimonio se liará constai 
la fecha de su entrega á la parte que lo hubiere solicitado. 

Art. 15. Cuando se hubiere pedido testimonio fuera de 
termino, la Audiencia lo denegará en auto fundado, haciendo 


en él expresión de las fechas de las sentencias 
notificación y de la de presentación dcl escrito 
bicrc pedido el testimonio. 


, de su última 
en que se hu- 


be Gara copia certmeada de^ la providencia denegatoria en 
el acto de su notificación al que la hubiere solicitado el cual 
podrá recurrir con ella en queja al Tribunal Supremo , en el 
término de quince dias en los pleitos procedentes de las Au- 
diencias de la Península é islas Baleares, y de treinta para 

los de la de Canarias , contados desde el siguiente al do la 
entrega. 

Pasado este término, no podrá utilizar ningún recurso. 

Alt. 16. El reclínente que compareciere ante el Tribunal 
Supremo en el término señalado en el articulo anterior, pró- 
sentará cí?crito, acompañando la copia certificada de la provi- 
dencia denegatoria, y formulará el recurso de queja. 

La Sala , sin más trámites , resolverá lo que proceda , y 
contra su decisión no habrá ulterior recurso. 


Art. 17. Cuando el Tribunal Supremo confirmare la pro- 
videncia denegatoria , lo comunicará á la Audiencia que la 
liaya dictado para su conocimiento y efectos correspondientes. 

Cuando la revocare dirigirá orden á la misma Audiencia 
para que mande dar el testimonio solicitado. 


Art. 18. En el mismo dia en que se entregare el testimo- 
nio de la sentencia contra la cual se intente, recurrir en casa- 
ción, la Audiencia remitirá al Tribunal Supremo certificación 
de los votos reservados, si los hubiere, y no habiéndolos, cer- 
tificación negativa en que así conste. 


Art. 19. Cuando el que solicitare el testimonio litigare por 
pobre, la Audiencia remitirá al Tribunal Supremo el testimo- 
nio solicitado en su caso , ó -la copia certificada do la provi- 
dencia denegatoria. 


Art. 20. En el caso del artículo anterior, el Tribunal Su- 
premo , recibido el testimonio de la sentencia ó la copia cer- 
tificada de su denegación , mandará nombrar en el término 
de seis dias, a la parte que litigare por pobre, Procurador y 
Abogado que la defieudaii, si la misma lo pidiere. 

El testimonio ó la copia certificada se eutreg'ará al Procu- 
rador nombrado de oficio, para que con acuerdo del Abogado 


y eii escrito firmado por limbos iuterpong-a el recurso , si 
lo estimare procedente eit derecho, en el tdrmino do qniucc 
dias. 

Si el Letrado nombrado no coe.s i dorase procedente el re- 
curso, lo expondi’ií por escrito en el término de tres dias , y 
en el de otros dos se nombrará nue'v'O Letrado, que si opinare 
como el anterior, lo expondrá por escrito en igaial término, 
nombrándose en ios dos di as siguientes un fjercer Letrado, 
que por escrito también manifestará su Opinión dentro do ter- 
cer dia, si fuero conforme con los anteriores. 

Art. 21, Cuando los tres Letrados nomljrádos convinieren 
en la improcedencia del recurso, se pasarán los antecedentes 
. al ministerio fiscal á fin de que lo interponga en el término 
de diez dias, si lo estimare procedente en derecho, ó los de- 
vuelva en el mismo plazo , ó en otro caso ; con la nota do 
Vis¿o. 


Art. 22, Si el ministerio fiscal interpusiere el i’ecurso , su 
decisión aprovechará ó perjudicará á la parte que hubiere in- 
tentado proponerlo. 

Art. 23. Cuando el Fiscal devuelva los antecedentes con 
la nota de J~úío, no habrá lugar á la admisión dcl recurso, 
j se comunicará esta resolución á la Audiencia que hubiere 
dictado la sentencia. 


Art. 24. Cuando el que litigare por pobre nombrare Pro- 
curador y Abogado que respectivamente acepten su represen- 
tación y defensa, se entregará al primero el testimonio de la 
sentencia ó la copia certificada de su dcuegucion para que 
interponga el recurso si lo estimare procedente. 

Art. 25. Si el Al) ogado ó Ih’ocurador nombrados por la 
parte no aceptaren su representarion o defensa, 6 se negaren 
á interponer el recurso por creerlo improcedente, el Tribunal 
mandará que ou el termino de tros dias se nombren otros de 

oficio , y procederá en su caso á lo demas que prescriben los 
artículos 20, 21, 22 y 23. 

Art. 26.. La parte que hubiere obtenido el testimonio de 
la sentencia interpondrá el recurso do casación en el Ti'ibiinal 
Supremo en el término de cuarenta dias , contados desde la 
fecha de la entrega del mismo testimonio. * 


Pasado este téimino quedara firme la seutcncia y no po 
drú admitirse el recurso. 


Art. -T. Con el escrito en que se interponga el recurso se 
presentará el testimonio de la sentencia y el documento en 

que conste habeise hecho el deposito prevenido en los artícu- 
los 10 y 11. 

Sin este documento no se admitirá el escrito , á no estar 
dcctoado por pobre el que lo interponga. 

Alt. ib. El que interponga el recurso citará expresamente 
en el escrito en que lo formule la ley ó doctrina Ico’al que la 
sentencia hubiere infringido. • ^ 

En el mismo escrito podra pedir el recuiTente que se man- 
den desglosar y venir documentos que obren en autos, y el 
Tribunal podrá ordenar su remisión si concurrieren las cir- 
cimstancia.s sig'uientes ; 

1 Que sean de fecha anterior á la demanda. 

2. “ Qno sobre su inteligencia no baya habido acuerdo en- 
tre las partes. 

3. *^ Que de su inteligencia pueda depender la admisión, ó 
decisión del recurso. 

Art. 29. El que interpusiere recurso de casación contra 
fallo pronunciado por amigables componedores, presentará en 
el T ribnnal Supremo ; 

1 El testimonio de la e.sei‘itura de compromiso. 

2. ® El del fallo. 

3. ® El documento que acredite el depósito correspondiente 
en conformidad á los artículos 10 y 11 de esta Ic}’’. 

En el escrito en que haga esta presentación expresará en 
qué causa de las referidas en el art. 4.", núm. 3,", funda el 
recurso, ó si le funda en ambas. 


El térraino para interponer el recurso .será de treinta 
respecto á los fallos pronunciados en la Península c islas 
leares, y de cincuenta para los procedentes de las islas 
na rías. 


Ba- 

Ca- 


• En el caso de que se fundara en haberse pronunciado el 
fallo fuera del término convenido , y é.ste hubiese sido proro- 
gado, se acompañará además testinipnio de la nueva escritiiva 
en que conste. 


-“F 


No se admitirá nínguu otro documento. 

Art. 30, Si la Sala no considerare admisible el recurso in- 
terpuesto, lo acordará así eu providencia motivada. 

Esta providencia será suplicable ante la misma Sala den- 
tro de tercero día. 

Ejecutoriada la providencia denegatoria, se comunicará á 
la Audiencia do donde proceda el' litigio, j se publicará en la 
forma que en esta ley se previene. 

SECCION TEnCERA. 

* 

Be la interposición del recurso de casación por qnelrantamien lo 

de f&i'ma. 

Art. 31, El recurso de casación por quebrantamiento de 
forma se interpondrá en ía Audiencia que hubiere dictado la 
sentencia, dentro de los diez dias siguientes al de su última 
notificación. 

Trascurrido dicho término, sin haberse interpuesto el re- 
curso, quedará firme la sentencia. 

Art. 32. El escrito en ,que se interponga el recurso ex- 
presará ; 

1. “ La fecha de la última notificación de la sentencia. 

2. “ La de la presentación del recurso. 

3. ® El quebrantamiento de forma en que se funde. 

4. “ Las reclamaciones que se hubiesen hecho para obte- 
ner su subsanacioii , ó si la falta se ha cometido en la úl- 
tima instancia y cuando ya no era posible solicitar su en- 
mienda. 

A este escrito acompañará el documento que acredite ha- 
ber.se hecho el depósito que proscriben los artículos 10 y 11, 
Sin este documento no se admitirá el escrito, á no estar 
declarado pobre el que lo interponga. 

Art. 33. Interpuesto el recurso, la Audiencia .se limitará 
á examinar sin oir á las partes; 

1. ” Si se ha interpuesto en ci término señalado. 

2. Si se funda en el quebrantamiento de alguna de las 
formas del juicio expresadas en el art; 5.® 


3.® Si se pidió su subsanacion , ó si lúé imposible pedirla 
conforme á lo prevenido en los artículos 7.“ y 8." 

Art. 34. CoDcuvrieiido todas las circunstancias determina- 
das eu el artículo anterior, la Audiencia admitirá el recurso 
en el término de tres dias , y remitirá lo.s airtos icou certifica- 
ción de los votos reservados si los hubiere, ó negativa si no 
los hubiere. 

En la misma providencia se mandará citar y emplazar á 
las otras partes para que puedan comparecer en el Tribunal 
Supremo á hacer uso de su derecho. • 

Art. 35. No concurriendo todas las circunstancias deter- 
minadas en el art. 32, la Audiencia denegará la admisión del 
recurso, y mandará proveer á la parte recurrente de una co- 
pia certificada de la providencia denegatoria. 

Esta pro^údencia será fundada. 

Art. 3G. Con la copia certificada de la providencia dene- 
gatoria podrá el que se considere agraviado recurrir en queja 
al Tribunal Supremo en el término de quince dias, pasados 
los cuales sin ojecufcario, no se dará recurso alguno; el Tri- 
bunal, sin más trámites, resolverá lo que proceda, y contra 
su decisiou no habrá lütorior recurso. 

Art. 37. Si el Tribunal Supremo revocare la providencia 
deneg-atpria de la admisión del recurso, lo admitirá por sí 
y dirigirá orden á la Audiencia de que proceda para que re- 
mita los autos con certificación de los votos reservados si 
los luibiere, ó negativa si no los hubiere, sustanciándose 
después el recurso con arreglo á lo que se prescribe en la Sec- 
ción sétima. 

Art. 38. Cuando el Tribunal Supremo confirmare la pro- 
videncia denegatoria de la admisión del recurso, lo pondrá 
en conocimiento do la Audiencia que la dictó para los efectos 
correspondientes. 


‘ ^ I 
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SECCION COARTA. 

f 

De la mterposicimi de los recursos por infracción de ley ó doc- 
trina legal y por gneh-antrnuiento de fo7'ma. 


Art. 39, El que intentare interponer contra una sentencia 
recurso do ca.sacion por infracción de le/ ó doctrina legal / 
pof quebrantamiento de forma, ío liará en un solo escrito, en 
que á la vez exprese con claridad / separación los fundamen- 
tos de uno y otro recurso. 

El escrito se presentará en la Audiencia que baya pronun- 
ciado el fallo, dentro de los diez dias siguientes ’al de la últi- 
ma notificación de la sentencia. 

La Audiencia se limitará ú resolver sobre la admisión del 
recurso que so funde en quebrantamiento de forma , dejando 
reservada al Tribunal Supremo la admisión del fundado en 
infracción de ley ó doctrina legal, el cual se tendrá por inter- 
puesto para el caso en que proceda su continuación. 

Art. 40. En la siistanciacion del recurso por quebranta- 
miento de forma, se observará lo que se prescribe para los 
de está clase en la Sección tercera , y en su caso en la sétima 
de esta ley. 


Art. 41. Cuando el Tribunal Supremo declarare haber lu- 
gar al recurso de casación por quebrantamiento do forma, el 
que se hubiere fundado eu inlraccion de ley ó de doctrina le- 
gal se considerará como no interpuesto. 


Lo mismo sucedei’á en el caso do que el recurso por que- 
brantamiento de forma no se hubiere admitido por haberse in- 
terpuesto fuera dol término legal . 

Art. 42. Hecha la declaración de no haber liig-ar al recurso 
de casación por quebrantamiento de forma, el que lo hubiere 
interpuesto bará el depósito correspondiente al recurso por 
quebrantamiento de ley ó doctrina legal , establecido en lo.s 
artículos 10 y 11 de e.sta ley, á nó ser pobre, acreditándolo 
con el documento en. que conste haberlo verificado. 

Constituido el depósito, se .sustanciará el recurso ,• obser- 


vándose lo establecido en las Secciones segunda y sétima de 
esta ley. 

Si no so acreditare la constitución de este depósito con 
el documento correspondiente en el término de seis dias si- 
guientes al de la notificación de la sentencia denegatoria del 
recurso por quebrantamiento de forma, se tendrá al recur- 
rente por desistido del interpuesto por infracción de ley ó de 
doctrina legal. 

Art. 43. Cumplido lo que se prescribe en el artículo an- 
terior sobre el depósito, se sustanciará el recurso, observán- 
dose lo establecido en la Sección segunda, y en su caso en la 
sétima de esta ley. 

I 

« 

t 

SECCION QUINTA. 

De la interposición de los recursos de casación emUra las sen- 
temias prommcktdas j)or las Audiencias de Ultramar, 

Art. 44. Los recursos de casación conti-a las sentencias 
pronunciadas por las Audiencias de Ultramar se interpon- 
drán ante las mismas, en la forma prevenida por la Real cé- 
dula de 30 de Enero de 1855 y demas leyes y dispo 3 ÍcionG.s 
vigentes en aquellas pi’O'NÚncias , arreglándose las partes al 
interponerlo, y las Audiencias al decretar su admisión ó de- 
negación, á todas las formalidades y condiciones requeridas 
por las mismas. 

Las providencias de estas Audiencias en que se deniegue 
la admisión del recurso de casación , serán apelables en el 
tiempo y en la forma prescritos por las referidas leyes y dis- 
posiciones. 


SECCION SEXT.A. 


Disposiciones comunes á las Secciones anteriores, 

Art. 45. El ministerio fiscal podrá interponer el recurso 
de casación en los pleitos en que sea parte, ajustójidosc á la.s 

6 
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reglas establecidas en los artículos pi'ecedentes, pero sin cons- 
tituir depósito. 

Art. 46. Podrá igualmente el ministerio fi.scal , en interós 
de la ley, intorponer en cualquier tiempo el recurso de casa- 
ción por infracción de ley ó de doctrina legal en los pleitos 
en que no haya sido parte , en cuyo caso no serán citadas y 
emplazadas las partes que intervinieron en el litigio contra 
cuya instancia se interponga el recurso. 

Las resultas de este recurso no afectarán á las partes que 
intervinieron en el litigio , ni la ejecutoria se 'podrá alterar 
en lo más mínimo, sirviendo el fallo únicamente para formar 
jurisprudencia sobre las cuestiones legales que hubieren sido 
discutidas^y resueltas en el pleito. 

Art. 47. Cuando fuere desestimado el recui’so interpuesto 
por el ministerio üscal cu pleito en que haya sido parte, las 
costas causadas á la contraria deberán reintegrarse de los fon- 
dos retenidos, procedentes de la mitad de los depósitos cuya 
pérdida haya sido declarada, y lo mismo será cuando el Fiscal 
se separare del recurso que hubiere interpuesto. 

Art. 48. El pag'O de las costas , de que habla el artículo 
anterior, se hará por el órdmi riguroso de antigüedad y con 
sujeción á lo que permitan los fondos existentes. 

Art. 49. Si las partes no hubiesen hecho uso del Tecur.so 
de casación dentro del plazo legal, la ejecutoria, ya firme, no 
se podrá anular. 

Art. 50. Siempre que las sentencias de primera y segunda 
instancia fueren conformes de toda conformidad, podrá la Au- 
diencia decretar su ejecución á petición de la parte que hu- 
biere obtenido la sentencia, aunque se haya interpuesto y ad- 
mitido el recurso de casación, si presta ántes fianza bastante, 
á satisfacción de la Audiencia, para responder, si se declarase 
la casación, de cuanto recibiere ó pudiere recibir. 


SECCION SÉTIMA. 


D& la snstanciacion d& los recursos de casación 

I 

Art. 51. Los recursos de casación admitidos, ya procedan 
de las Audiencias de la Península ó islas Baleares ó Canarias 
ya de las de Ulti-amar, se sustanciarán y determinarán coil 
arreglo á las disposiciones que se establecen en esta Sección. 

Art. 52. El Tribunal mandará pasar los autos al Relator 
para que forme el apuntamiento. 

Art. 53. Trascurrido el término del emplazamiento sin ha- 
berse personado la parte que haya obtenido la sentencia so 
sustanciará el recurso sin oirla. ' 

Alt. 54. En cualquier estado de los autos que la parte se 
personare, ántes de la vista del recurso, se le tendrá por tal 
entendiéndose con la misma las actuácione-s sucesivas, sin que 
en ningim caso -pueda retroceder la sustanciad on. 

Art. 55. En cualquier estado del recurso puede separarse 
de él el que lo liaya iutentado, presentando su Procurador 
poder especial otorgado al efecto, ó suscribiendo el mismo in- 

teiesado el escrito en que se aparte del recurso, eii el cual de- 
berá ratificarse. 

Art. 5G. La providencia en que se estime el desistimiento 
del lecuiso se comunicará para los electos correspondientes á 
la Audiencia de que procedan los autos, y se notificará á las 
partes que hubieren comparecido en el Tribunal Supremo. 

Art. y7. Los Relatores formarán los apuntamientos si- 
guiendo el órdeu de la numeración de los recursos. 

Art. 58.^ Formado el apuntamiento, se mandará entregar 
los autos á las partes por su órdeu y por término de diez Sas 
a cada una para instrucción do sus respectivos Letrados. 

Art. 59. Al devolver los autos, las partes expresar/m, bajo" 
la firma de su Letrado y Procurador, su conformidad con el 

apuntamiento, ó las omisiones é inexactitudes que á su juicio 
se hayan cometido en él. 

Art. 60. Conformes las partes con el apuntamiento, ó he- 
chas en él las rectificaciones que á su petición haya decretado 



el Tribunal, pré\io el informe del Magistrado Ponente, con 
arreglo al art. 37 de la Ley de Enjuiciamiento civil, se man- 
dará traer los autos á la vista con citación de las partes y 
señalamiento de día y liora para verificarla. 

Art. 61. La vi.sta do estos recursos tendrá lugar por el 
tírden riguroso de la.s fechas en que se haya hecho su seila- 
íamiento. 

Art. 62. Si por cualquiera causa no pudiere verificarse la 
vista en el dia señalado, se hará nuevo • señalamiento á la 


mayor brevedad, editando en lo posible alterar el drdeii esta- 
blecido en el artículo anterior. 

Art. 63. Ni antes déla vista, ni en el acto de verificarse, 
ni después, puede admitirse en el Tribunal Supremo ningún 
documento que las partes presentaren. 

Art. 64. Para la vista de los recursos deberán concurrir 


siete Magistrados, de los cuales uno será Ponente. 

Art. 65. Sí faltare el Presidente de la Sala, le reemplazará 
el del Tribunal ; y si éste estiniere impedido , ausente ó tu- 
viere incompatibilidad, presidirá el más antiguo de los Magis- 
trados que compongan la Sala. 

Art. 66. El Tribunal dictará sentencia dentro de diez dias, 
contados desde la conclusión de la vista, estableciendo los he- 


clios y las cuestiones de derecho á que haya dado lug'ar el 
recurso en la fórmula de resultandos y considerandos. 

El Magistrado Ponente presentará redactado el proyecto de 
sentencia para la discusión y votación del recurso. 

Art. 67. Si el Tribunal' estimare que la ejecutoria es con- 
tra la ley 6 doctrina legal en cuya infracción .se hubiere fun- 
dado el recurso, declarara haber lugar á el, casando y anu- 
lando la ejecutoria, y mandando devolver el depósito, si se 
hubiere constituido , y dirigirá orden á la Audiencia de que 
•proceda para que remita los autos. 

Aat. 68. Remitidos los autos al Tribunal Supremo, man- 
daiá que pasen al Relator para que amplíe el apuntamiento. 
Ampliado éste, se observaran la tramitación y disposiciones 
^^tablecidas en los artículos 57 al 64 de esta ley. 

1 vista, el Tribunal pronunciará sobre el objeto 

m pito la sentencia procedente, conforme á los méritos do 



los autos y ú lo que exigieren la ley ó doctrina 
en la sentencia. 


infringida 


Art. 69. Si*el recurso se hubiere fundado en quebranta- 
miento de forma , el Tribunal mandará, en la misma sentencia 
en que anule la ejecutoria, devolver los autos á la Audiencia 
de que procedan para que, reponiéndolos al estado que tenían 
cuando se cometió la falta, lo sustancie ó determine, ó haga 
.sustanciar 6 determinar con arr.eglo ú derecho, y decretará 
igualmente la devolución del deposito. 

Art. 70. Si el Tribunal estimare que la ejecutoria no es 
contra ley ni doctrina legal, ó que no se ha cometido el que- 
brantamiento de las formas del juicio, declarará no haber lu- 
gar al recurso, condenando en las costas al que lo hubiere 
interpuesto y á la jiérdida del depósito, si le hubiere cons- 
tituido . 

Ai’t. 71. La mitad del importe de esto depósito, á cuya 
pérdida se condenará al que hubiere interpuesto el recurso, 
so entregará á la parte que hubiere obtenido la ejecutoria re- 
clamada, como indemnización de perjuicios, conservándose la 
otra mitad en el establecimiento público en que se hubiere 
hecho, para los efectos expresados en el art. 47. 

Art. 72. Las sentencias en que se declare haber ó no lu- 
gar á los recursos de casación se publicarán en la Gaceta de 
Madrid é insertarán en la Colección legislativa. 

Si las sentencias, á juicio de la Sala, no debieren inscr- 
tar.se íntegras, se publicarán suprimiendo los nombres propios 
de las personas, los do los lugares, y las circunstancias que 
puedan díir á conocer a los demandantes y á los demanda- 
dos, y el .Tuzgado ó Audiencia. 

Si por las circunstancias especialísimas de alguno de es- 
tos, el Tribunal estimare que, la publicación de la sentencia 
ofende á la decencia, podrá ordenar que no se verifique. 

Árt. 73. No habrá ulterior recurso contra las sentencias 


en que se declare haber ó no haber lugar al de casación. 

Art. 74. Las providencias interlocntorias son suplicables 
'ante la misma Sala que conozQa clcl recurso. 

Art. 75. Dictadas las sentencias, el Tribunal mandará li- 
brar una certificación de las mi.?mas, que se remitirá á la 


8f> 

Audiencia da donde proceda el recurso, para su cumplimiento, 
previa la tasación de costas, si liubiore habido condena. 

Art. 76. Cuando la separación del recurso fundado en in- 
fracción de ley 6 doíítrina legal se hiciere antes de ser admi- 
tido por el Tribunal, se mandará devolver el depósito. 

Cuando se verificare después do admitido y iíntes do su 
scflala miento para la vista, se devolverá sólo la mitad dcl de- 
pósito,' dándose á la otra mitad la aplicación ordinaria. 

Si el recurso de que la parte se separare se hubiere fun- 
dado en quebrantamiento de forma, se devolverá la mitad dcl 
depósito cuando el desistimiento se haya verificado ántes do 
su señalamiento para la vista. 

Art. 77. En cualquier estado del recurso que las partes 
dejaren de promover .su sustanciacion en el término de un 
año, á contar desde la notificación de su última providencia, 
so declarará desierto. 

Trascurrido esto plazo, se dará cuenta al Tribunal Supremo 
para que recaiga la anterior declaración, contra la cual no se 
dará ulterior recurso. 

Palacio de las Córtes 24 de Mayo de 1870.=ManueÍ Ruiz 
Zorrilla, Presidente.=Mauuel de Llano y Pérsi, Diputado Se- 
cretario .=J. Sánchez Ruano, Diputado Secretario. =Eraucisco 
Javier Carratalá, Diputado Secretario.—Mariano Rius, Dipu- 
tado Secretario. 

Madrid 18 de Junio de 1870.=E1 Mini stro de Gracia y Jus- 
ticia, Eugenio Montero Ríos. 
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i LAS CÓRTES CONSTITUYENTES. 



En el art. 73 de la Constitución del Estado se otorga al 
Rey la facultad de conceder indultos particulares con sujeción 
á las leyes. Es, por, consiguiente, manifiesto que debe haber 
una ley con arreglo á cuyas disposiciones la Corona ha de 
ejercer tan preciosa prerogativa. Hé aquí por qué el Ministro 
de Gracia y Justicia tiene el honor de someter á la aproba- 
ción de las Córtes Constituyentes el adjunto proyecto. 

Cuatro han sido las principales disposiciones, en diversas 
épocas publicadas, para regular el ejercicio de la gracia de 
indulto, mereciendo por su importancia, el primer lugar, entre 
ellas, el decreto de 7 de Diciembre de 1866. 

La carencia de fuerza verdaderamente legislativa de estos 
derechos, simplemente administrativos, y la naturaleza misma 
de la prcrogativa de indultar, en cuyo ejercicio el sentimiento 
se sobrepone fácilmente á la razón, han sido indudablemente 
las causas más importantes y permanentes que produjeron 


con frecuencia lamentable la inobservancia de aquellas dispo- 
siciones, y dieron margen á la abusiva facilidad con que los 
delincuentes lograron muchas veces eximirse del cumplimien- 
to de las penas á que se habían liecho acreedores por sus crí- 
menes. 

La necesidad cada vez más apremiante de hacer de una 
vez imposibles para siempre estos abusos, que tanto quebran- 
tan la recta administración de justicia, el [Vestigio de los Tri- 
bunales, y la misma moralidad y orden público, reclamarían 
este proyecto de ley, si el precepto constitucional no lo hu- 
biese hecho indispensable. 

Cree, pues, el Ministro, que al presentarla, á la vez que 
cumple un deber constitucional, satisface también una nece- 
sidad fuertemente sentida por todos los hombres honrados, que 
exigen con perfecto derecho que la garantía judicial de su 
honra, de su vida y de su fortuna, no pierda su eficacia por 
una compasión indisc^'eta y ya intolerable. 

El ait. 74 do la Constitución prescribe que no se concedan 
amnistías é indultos generales sino en virtud de una lev es- 
pecial. La forma y solemnidades, por lo tanto, de la concesión 
de estas gracias generales, que en último termino vienen á 
ofrecer la importancia y á producir los efectos de una dero- 
gación transitoria de la ley penal, no es ya lioy cuestión en 

la esfera del derecho escrito, como antes de ahora lo era en 
la de la ciencia. 

^ A los indultos particulares se limita este proyecto. Y el 
Ministro, al^ redactarlo, ha procurado evitar, asi los males con- 
siguientes á la facilidad exagerada é irreflexiva en conceder 
las gracias de esU clase, como las consecuencias siempre la- 
mentables do la inflexibilidad de la sentencia ejecutoria, que 
por mil variadas causas conviene en ciertos y determinado^ 
ca-s^ suavizar, d fin de que la equidad, que ae mapira en L 
prudencia, no choque nunca con el rigor característico de la 

jUStlCIR* 

^ Se divide él proyecto en trea capítuloa. En el primero se 

i rih «ir? r “ quedando 

sentencia firme, por no ser conocida la pena de que conven^ 











la misma clase de delito , á no concurrir circunstancias espe- 
ciales; porque no son dignos de la gracia, que si se les otor- 
gase produciría el fuuosfco efecto de favorecer la impiimdad y 
de alentar al delincuente en la senda del crimciT. 


Los reos de los delitos de sedición y rebelión podrán, no 
obstante, ser indultados, aunque se hallaren en estas circuns- 
tancias. La naturaleza do los delitos de esta ciase, el carácter 
y condiciones de la sociedad de nuestra época, y áun altas 
consideraciones de gobierno, demuestran la necesidad do esta 


excepción. 

En el capítulo 11 se prefijan las clases y efectos de los in- 
dultos. Se establece el principio de que en rarisimos casos 
debe ser concedido el indulto total, y áun en ellos tan sólo 
cuando estén conformes el Tribunal sentenciador y el Consejo 
de Estado respecto á la justicia ó conveniencia pública de la 
concesión. Má.s que eximirse de* la pena, se debe tan sólo en 
el mayor número de los casos conmutarla en otra ménos grave, 
pero que por su naturaleza tenga con el delito la analogía á 
que se aspira en el Código penal, por la clasificación de las 
'penas en las escalas graduales. Por esto se prescribe en el ar- 
tículo del proyecto que la conmutación se hará dentro de la 
encala á que corresponda la pona conmutada. 

El indulto no debe concederse sino con pleno conocimiento 
de los hechos y de todas sus circunstancias, y después de un 
estudio detenido sobre las consecuencias que baya de predn- 
cir, bajo el aspecto de la justicia, de la equidad ó de la con- 
veniencia social. Por esto se prohíben en absoluto y se declara 
la nulidad de los que se concedan en términos generales y 
sin determinar la pena que se. remite. Los indultos de este 
modo concedidos llevarán en sí mismos la prueba más incon- 
trovertible do la ligereza ó de la irreflexión con que baliian 
sido otorgados. 


Por el indulto vmelvc el delincuente á adquirir los siempre 
importantes derechos de que le había privado justamente la 
sentencia. Esta sola indicación es suficiente para demostrar 
cuán necesario es alejar liasta la sombra de la duda sobre 
los efectos que ha de producir la gracia que se otorgue. En 


no 

esta necesidad se halla el fiiiidajncnto de In proscrito en los 
artículos G.", 8.", 13, 14, 15, 10. y 18 del proyecto. 

El indulto no puedo perjudicar los derechos de tercera 
persona. Poi' esto, el que se conceda de las ponas peenniarias 
accesorias, no alcanzará nunca á la remisión del pag’o de las 
^ que no correspondan al Estado. Por la misma razón no podrá 
concederse, y en todo caso no podrá Uevai'se á efecto, el in- 
dulto que cause perjuicio á tercero ó lesione su dcreclio , ni 
el de pena impuesta por delito primado, si no ha otorgado el 
perdón al delincuente la parte ofendida. El respeto debido al 
derecho individual es causa suficientemente legitima de esta 
limitación impuesta al poder social. 

Pero una vez concedido el indulto, debe tener toda la fuerza 
de una sentencia ejecutoria. Los intereses más sagrados lo 
exigen así. Los principios más elementales de justicia lo pro- 
claman también. Por esto se declaran irrevocables las conce- 
siones de estas gracias, según las condiciones con que hayan 
sido hechas. 

« 

En el capitulo líl se establece el procedimiento que se ha 
de observar en la petición y concesión de los indultos. Para 
pedir el perdón de un semejante, todo ciudadano, todo hom- 
bre, está suficientemente autorizado. Nadie, pues, necesitará 
poder escrito para satisfacer los impulsos de su piadoso cora- 
zón. El hombre siempre tiene para liacer el bien poder bas- 
tante de Dios. Los mismos Tribunales, al cumplir la severa 
misión de aplicar la ley, y áun el Fiscal encargado de pedir 
su cumplimiento, podrán proponer el indulto del sentenciado 
cuando crean que la justicia ó la equidad pueden sufrir agra- 
vio por el inflexible rigor del precepto escrito. 

Mas si debe ser ilimitada la libertad do pedir, es necesa- 
rio poner fuertes trabas á la de conceder el indulto. Por esto 
no podrá otorgarse desdo luego y sin que antes sean conoci- 
dos todos los hechos y circunstancias , así como la opinión 
del Tribunal que haya sentenciado al reo y la del Consejo de 
Estado. 

Ilustrado así el Gobierno, no son de temer las consecuen- 
cias, de la precipitación y ligereza en tan delicada materia. 
Y para asegurar aún más, si cabe, el acierto, no será el 


Ministm do timeia y Justicia , sim, todo ol Consejo, qnien 

liabva do tomai- la ultima resolución ou un decreto motivado, 

á fin de que consten siempre las razones que le movieron á 
ejercer la prerogativa constitucional. 

^ Los Gobiernos que se inspiran en el cumplimiento de sus 
deberes, no temen la publicidad y el juicio de la opinión. Por 

esto, los decretos de indulto se habrán de insertar en la (?«- 
ce¿a de Madrid. 

. Si todavía altas consideraciones, á que da márgen el estado 
social de España, no permiten borrar de nuestras leyes la hor- 
rible pena de muerto, conviene, sin embargo, ya reduch su 
aplicación á los raros casos en que, ni la justicia, lü la equi- 
dad, ni la conveniencia social , consientan por ningún concepto 

su conmutación en otra inénos terrible. Por oti'a parte , tam- 
poco está en armonía con nuosti'os hábitos el rigor absoluto 
de la ley con muclios de los que, más por un extravio de su 
razón , que por la perversidad de corazón , alteran el órden 
publico 6 se alzan en armas contra los poderos del Estado. 
Por esto, el Gobierno podrá otorgar la conmutación de la pena 
de mueitc y de las impuestas por delitos de rebelión y sedi- 
ción en otias ménos graves, sin necesidad de oir previamente 
al Tribunal sentenciador y al Consejo de Estado. 

Es altamente necesario que el indulto, áun en los casos en 
que más justifi.cado sea, no quebrante el prestigio de que de- 
ben gq^ai siempre los fribiinales ,* y sin el cual se haría im- 
posible su misión social. Por esto, al Tribunal sentenciador 
habrá de encargarse la aplicación de la gracia , á fin de que 
el delincuente recíba de la misma mano que lo impuso la 
pena, el beneficio del perdón que se le otorgue. 

La naturaleza de la última pena y lo iiTcparable de sus 
efectos, además de lo ya indicado sobre ella , inspiraron al 
Ministro la excepción contenida en el último artículo dol pro- 
vecto , que á la vez se halla en armonía con lo que sobro las 
causas do muerte se establece en el de casación criminal. 

La pena do muerte no se impondrá sin qu^ ántes haya 
sido propuesto el indulto y el Gobierno haya 'tenido tiempo 
suficiente para resolver acerca de el. 

He aquí las más capitales prescripciones que el proyecto 
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contiene y los principales ftmdamontos en que descansan. 
Ahora falta quo las Córtes Constituyentes, con la sabiduría 
que tanto resalta siempre en sus deliberaciones, lo purifiquen 
de los defectos de qiie sin duda adolece, imprimiendo hasta 
donde sea posible el sello de la perfección en el modesto tra- 
bajo que^el Ministro tiene el honor do ofrecerles. 


EL MINISTRO DE GRACIA Y JUSTICIA. 
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CAPITULO PRIMERO. . ‘ " 

. ' ' ".yJ' 

' -- 

DE LOS QUE PUEDEN SER INDULTADOS. 

"fe' 

Articulo 1 Los reos de toda, clas§ de delitos podrán ser 
indultados, con arreglo á las disposiciones de esta ley, de toda 
o parte de la pena en que por aquellos hubiesen incurrido. 

Art. 2.“ Se exceptúan de lo establecido en el artículo an- 
terior: 

1.** Los procesados criminalmente que no hubieren sido 

¿un condenados por sentencia firme. 

2 ° Los que no estuvieren á disposición del Tribunal sen- 
tenciador para el eumplimieuto de la condena. 


3." Los reinciden tes en el mismo’ ó en otro cualquiera de- 
lito, por el cual hubiesen sido condenados por sentencia firme. 
Se exceptúa, sin embargo, el caso en que ajuicio del Tribu- 
nal sentenciador, ó del Consejo do Estado, hubiese razones 
suficientes de justicia, equidad ó couTeniencia pública para 
otorgarles la gracia, 

Art. 3.*^ Lo dispuesto en el artículo anterior no será apli- 
cable á los penados por delitos comprendidos en los capítu- 
los I 7 n, título 11, libro n, y capítulos I, IlylJI, título Hf 
del mismo libro del Código penal últimamente reformado. 

C.IPITÜLO n. 

DE LAS CL.VSES Y EFECTOS DEL INDULTO. 

Art. 4.® El indulto podrá ser total ó parcial. 

Será indulto total , la remisión de todas las penas il que 
hubiese sido condenado , y que todavía no hubiese cumplido 
el delincuente. 

■ Será indulto parcial, la remisión de alguna ó algunas do 
las penas impuestas, ó de parte de todas las en que hubiese 
incurrido y no hubiere cumplido todavía el delincuente. 

Se reputará también indulto parcial la conmutación de la 
pena ó ponas impuestas al delincuente en otras ménos graves. 

Art. 5." Será nula, y no producirá efecto ni debeiA eje- 
cutarse por el Tribimal á quien corre.spouda, la concesión del 
indulto en que no se hiciese mención expresa, á lo ménos, do 
la pena principal sobre que recaiga la gracia. 

Ai't. G.“ El indulto de la pena principal llevará consigo el 
de las accesorias que con .el la se hubiesen impuesto al penado, 
á excepción de las de inhabilitación para cargos públicos y 
derechos políticos y .sujeción ú la vigilancia de la Autoridad, 
las cuales no se ten f Irán por comprendidas, si de ellas no se 
hubiese hecho mención especial en la concesión. 

Tampoco se comprenderá nunca en ésta, la indenuiizacion 
civil. 

Art. 7. ^ Podrá concederse indulto de las penas accesorias, 
con exclusión de la,g principales y vico versa, á no ser de aque- 
llas que sean inseparables por su natimaleza y efectos. 





_ ] « 11 i * 1 ■* ^ ai lUuiiLLa- 

(lo del pag’o do la cantidad (iiie aún no hubiese satisfecho- 
pero no comprendorá la devolución de la ya pagada, á no ser 
que asi se determinare expresamente. 

Art. 9." No se podrá conceder indulto del pago de los gas- 
tos del JUICIO y costas procesales que no correspondieren al 
Estado; pero si de la pena subsidiaria que el penado iusol- 
vente liiibiero do sufrir por este concepto. 

Art. 10. ^ Si el penado hubiere fiffllecklo al tiempo ó des- 
pués de existir causas bastantes para la concesión de su in- 
dulto, p&diá i elevarse u sus lieredero.s de la pena accesoria 
de multa, con arieglo a lo dispuesto cu los artículos 8,° y 9 ** 

Art, 11, El indulto total se otorgará á los penados tan 
sólo en el caso de existir á su favor razones de justicia, equi- 
dad ó utilidad pública, á juicio del Tribunal sentenciador y 
del Consejo de Estado. 


Art. 12. En los demás casos se concederá tan sólo el par- 
cial, y con preferencia la conmutación de la pena impuesta 
en otra ménos grave dentro de la misma escala gradual. 

Sin embargo délo dispuesto en el párrafo 'anterior, podrá 
también conmutarse la pena en otra de distinta escala cuando 
haya méritos suficientes para ello, á juicio del Tribunal sen- 
tenciador ó del Consejo de Estado, y el penado además so 
conformare con la conmutación. 

Art. 13. Conmutada la pena principal, se entenderán tam- 
bién conmutadas las accesorias .por las que correspondan, se- 
gún las prescripciones del Código, á la que hubiere de sufrir 
el indultado. 

Se exceptúa, sin embaVgo, el caso en que se hubiese dis- 
puesto otra cosa en la concesión de la gracia. 

. Art. 14. La conmutación de la pena quedará sin efecto 
desde el dia en que el indultado dejo de cumplir por cualquiera 
causa dependiente de su voluntad la pena á que por la con- 
inutacion liiibiere quedado sometido. 

Art. 15. Serán condiciones tácitas de todo indulto; 

1.“ Que no cause peijuicio á tercera persona ó no lastime 
sus dereclios. 

2/‘ Que el penado baya de obtener, antes de gozar de la 
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gracia, el perdón de la parta ofendida , cuando el delito por 
que hubiese sido condenado, fuere de los que solamente se 
persiguen á instancia de parte. 

Art. 16, Podrán además imponerse al penado en la conce- 
sión de la gracia las demas condiciones que la justicia, la 
equidad ó la utilidad pública aconsejen. 

Art. 17. El Tribunal sentenciador ño dará cumplimiento 
á ninguna concesión de, indulto cuyas condiciones no hayan 
sido préviamente cumpliuas por el penado, salvas las que por 
su naturaleza no lo permitan. 

Art. 18. La concesión del indulto es por su naturaleza 
irrevocable, con arreglo á las cláusulas con que hubiere sido 
otorgado, 

CAPITULO m. 


DEL PRpCEDUíIENTO PARA .SOLICITAR Y CONCEDER LA GRACIA DE 

INDULTO. 

^ Art. 19. Pueden solicitar el indulto los penados, sus pa- 
rientes ó cualquiera otra persona en su nombre, sin necesi- 
dad de poder escrito que acredite su representación. 

Art. 20, Puedo también proponer el indulto el Tribunal 
sentenciador, ó el Tribunal Supremo, ó el Fiscal de cual- 
quiera de ellos, con arreglo á lo que se dispone en el párrafo 
teiceio, ait, 2. del Codigo penal, y se disponga además en 
las leyes de procedimiento y casación criminal. 

La propuesta será reservada liasta que el Ministro de Gra- 
cia y Justicia, con su vista, decrete la formación del opor- 
tuno expediente. 

Art. 21 . Podrá también el Gobierno mandar formar el 
oportuno expediente, con arreglo á las disposiciones de esta 
ley, para la concesión de indultos que no hubiesen sido so- 
licitados por los particulares ni propuestos por los Tribunales 
de Justicia. 

Art. 22. Las solicitudes de indulto se dirigirán al Minis- 
tro de Gracia y Justicia por conducto del Tribunal senten- 
ciador, del Jefe del establecimiento o dcl Gobernador de la 
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provincia en que el penado se hallé cumpliendo la condena, 
según los respectivos Dasos. 

Art. 23. Las solicitudes de indulto, inclusas las que di- 
rectamente se presentaren al Ministro de Gracia y Justicia, se 
remitirán á informe del Tribunal sentenciador. 

Art. 24. Este pedirá á su vez, informe sobre la conducta 
del penado al Jefe del c.stablecimiento en qne aquel se liallc 
cumpliendo la condena , ó al Gobernador de la provincia de 
su residencia, si la pena no consistiese en la privación de la 
libertad, y oirá después al Fiscal y á la parte agraviada, si 
la hubiere. 

Art. 25. El Tribunal sentenciador hará constar en su in- 
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forme, siendo posible, la edad, estado y profesión del penado, 
su fortuna, si fuere conocida, sus méritos y antecedentes, si 
el penado fue cou anterioridad procesado y condenado por otro 
delito, y si cumplió la pena impuesta ó l’ué de ella indultado, 
por qué causa y en qué forma, las circunstancias agravantes 
’ ó atenuantes qne hubiesen concurrido en la ejecución del de- 
lito, el tiempo de prisión preventiva que Imbiesc sufrido du- 
rante la causa, la parte de la condena que hubiere cumplido, 
su conducta posterior á la ejecutoria, y especialmente las 
pruebas ó indicios de su arrepentimiento que se hubiesen ob- 
servado, si hay ó no parte ofendida, y si el indulto perjudica 
el derecho ele tercero, v cualesquiera otros datos que puedan 
servir para el mejor esclarecimiento de los hechos , conclu- 
yendo por consignar su dictamen sobre la justicia ó conve- 
niencia y forma de la concesión de la gracia. 

Art. 26. El Tribunal sentenciador remitirá con su informe 
al Ministro de Gracia y Justicia la hoja histórico-penal y el 
testimonio de la sentencia ejecutoria del penado, con los de- 
mas documentos que considere necesarios para la justificación 

de los hechos. 

Art. 27. Los Tribunales Supremo ó sentenciador que de 
oficio propongan al (jobierno el indulto de un penado, acom- 
pañarán desde luego con la propuesta el informe y documen- 
tos á que se refieren los artículos anteriores. 

Art. 28. El Ministro de Gracia y Justicia remitirá después 
el expediente al Consejo de Estado para que la Sección dé 
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Gracia y- Justicia del mismo informe á su sobre la justi- 
cia, e(juidacl ó conveniencia de la. concesión del indulto. 

Art. 29. Sin embargo de lo dispuesto en los artículos an- 
teriores, podrá concederse la conmutación de la pena de muerte 
y de las impuestas por los delitos comprendidos en los capí- 
tulos I y n, titulo n, libro n y capítulos I, 11 y ni, título 
III del mismo libro del Código penal últimamente reformado, 
sin oir previamente al Tribunal sentenciador ni al Consejo 
de Estado. 

Art. 30. La concesión de los indultos, cualquiera que sea 
su clase, se liará en decreto motivado y acordado en Consejo 
de Ministros, que se insertará en la Gaceta. 

Art. 31 . La aplicación de la gracia liabrá de encomendarse 
indispensablemente al Tribunal sentenciador. 

Art. 32. La solicitud ó propuesta de indulto no suspende- 
rá el cumplimiento de la sentencia ejecutoria , salvo el caso 
en que la pena impuesta fuese la de muerte, la cual no se 
ejecutará hasta que el Gobierno haya acusado el recibo de la 
solicitud ó propuesta al Tribunal sentenciador. » 

Palacio de las Córtcs 24 de Mayo de 1870.==Manuel Ruiz 
Zorrilla, Presideutc.=Manuel de Llano y Pérsi, Diputado Se- 
cretario.— Julián Saucliez Ruano, Diputado Secretario.— Fran- 
cisco Javier Carratalá, Diputado Secretario. =Mariano Riiis, 
Diputado Secretario. 

Madrid 18 de Junio de 1870. =E1 Ministro de Gracia y 
Justicia, Eügemo Montero Ríos. 



MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA. 


ORDEN. 

Al insertarse en la Gaceta de Madrid la ley de 18 de Junio 
último quedaron publicadas con ella, como contenidas en sus 
artículos 3.“, 4.° y 5.°, la de abolición de la pena de argolla, 
la que establece reglas sobre los efectos civiles de la pena do 
interdicción, y la- que, ordenando la reversión al Estado de 
los oficios de la fé pública enajenados por la Corona, deter- 
mina el modo de proveer las Notarías en lo sucesivo. AI propio 
tiempo, y en virtud del art. 2.° de la misma ley, quedó auto- 
rizada la publicación de las leyes decretadas y. sancionadas 
con el carácter do provisionales por las Córtes Constituyentes 
sobre reforma de la casación en lo civil , establecimiento del 
recurso de casación en lo criminal, reforma del procedimiento 
criminal y ejercicio de la gracia de indulto. 

Efectuada en seguida esta publicación en la Gaceta de 
Madrid y en los Boletines oficiales de las provincias, han 
ocurrido dudas ú varios Jueces de primera instancia y á al- 
gunas Salas de Justicia sobre si las referidas leyes, tanto las 
provisionales como las definitivas , debian guardarse y cum- 
plirse desde su promulgación, ó por el contrario han de con- 
siderarse en suspenso hasta que se dicten las disposiciones 
que para su completa ejecución conceptúan indispensables; y 
habiendo ajustado su conducta ú la opinión que los referidos 
Jueces y Tribunales respectivamente han formado, resulta que 
miéntras unos hau aplicado y aplican puntualmente las ex- 
presadas leyes, otros han resuelto algunos casos contra lo 
establecido en ciertas disposiciones de las mismas que consi- 
deran aplazadas. 

Én vista de todo ello ; teniendo presente que es un prin- 
cipio de derecho consignado en la legislación y admitido por 
la jurisprudencia constante de los Tribunales que las leyes 
son obligatorias desde su publicación oficial hecha en los tér- 
minos prevenidos en la ley de 28 de Noviembre de 1837; que 
sólo deben exceptuarse de esta regla aquellos casos en que 
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las leyes se refieran, li regiainentos que hayan ele dictarse re- 
lativos á objetos sobre los cuales no exista determinación en 
otras leyes ó reg-l amentos anteriores, raiéntras éstos no se pu- 
bliquen, según se declaró en el art. 2.“ del Real decreto de 
22 de Setiembi'e de 1848, expedido con audiencia de la Comi- 
sión de Códigos, excepción que no os aplicable á las leyes de 
que se trata; y que las dificultades que puedan ofrecerse paia 
el cumplimiento de algunas de las disposiciones que aquellas 
contienen no pueden impedir el curso de los negocios ante 
los Juzgados y Audiencias territoriales, S. A. el Regente dcl 
Reino se ba servido declarar : 

1. “ Que las leyes mencionadas en los artículos 2.'*, 3.®, 4." 
y 5." de la de 18 de Junio del comente año rigen válidamen- 
te, y han debido y deben guardarse y cumplirse en las capi- 
tales de pro^dücia flesde su publicación en el Boletín oficial 
respectivo, y cuatro dias después en los demas pueblos de la 
misma, conformo á lo dispuesto en la precitada ley de 28 de 
Noviembre de 1837. 

2. “ Que los Jueces y Tribunales que hayan procedido en 
otro concepto debenin reformar sus providencias desde luego, 
poniéndolas en armonía con diclias leyes , sin causar gastos 
á lí^ partes y sin que puedan entenderse por lapso de tér- 
minos ni por otro concepto lastimado los derechos de los 
interesados. 

3. ® Que en el caso de que el Supremo Tribunal de Justicia 
no pueda proceder en algún asunto por no haberse dictado o 
planteado las disposiciones complementarias que sean de todo 
punto indis}3ensables para sustanciarlo ó resolverlo, suspenda 
toda determinación hasta que aquellas se publiquen. 

Madrid 31 de Julio de 1870.— FíGUEnoLA. 



